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Juicio No. 17510-2019-00399 
 

JUEZ PONENTE: GUSTAVO ADOLFO DURANGO VELA, JUEZ NACIONAL (PONENTE) 

AUTOR/A: GUSTAVO ADOLFO DURANGO VELA 

CORTE NACIONAL DE JUSTICIA. - SALA ESPECIALIZADA DE LO CONTENCIOSO 

TRIBUTARIO DE LA CORTE NACIONAL DE JUSTICIA. Quito, lunes 11 de diciembre del 

2023, las 10h04. 

VISTOS: El Tribunal de la Sala Especializada de lo Contencioso Tributario de la Corte Nacional de 

Justicia, conformado por los jueces nacionales doctores Gilda Rosana Morales Ordóñez, José Dionicio 

Suing Nagua y Gustavo Adolfo Durango Vela, Juez Nacional Encargado y ponente, dictan la siguiente 

sentencia de casación dentro de la causa No. 17510-2019-00399. 

 

 
1.- Antecedentes procesales 

 
 
 

1.1. El señor Edwin Alberto Oleas Santillan, por sus propios y personales derechos, 

presentó acción de impugnación en contra del oficio No. 117012019OREC016634 de 

fecha 26 de julio del 2019 emitida por el Director Zonal 9 del Servicio de Rentas 

Internas (SRI), mediante el que considera extemporáneo el reclamo administrativo 

presentado en contra de la Liquidación de Pago No. 17201906500005882 por 

Diferencias en la Declaración del impuesto a la renta del ejercicio fiscal 2016, pues, a 

su criterio, el oficio impugnado es nulo por carecer de motivación, el reclamo 

presentado fue oportuno en su presentación; y, la liquidación efectuada por la 

Administración no tiene fundamento al no considerar lo señalado en la Ley de 

Régimen Tributario Interno. 

 
1.2. En el caso puesto en nuestro conocimiento, el Tribunal Distrital de lo Contencioso 

Tributario de Quito, en la audiencia preliminar de común acuerdo con las partes 

procesales, estableció el objeto de la controversia en:  Dilucidar la validez y 

legalidad de oficio No. 117012019OREC016634 de 26 de julio de 2019, emitido por 

el Director Zonal 9 del Servicio de Rentas Internas a través del cual se negó la 

tramitación del reclamo administrativo presentado por el señor Edwin Alberto Oleas 
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Santillán en contra de la liquidación de pago No. 17201906500005882 por 

Diferencias en la Declaración de Impuesto a la Renta del Ejercicio Fiscal 2016, por 

considerar que fue presentado de manera extemporánea. Para lo cual se analizará la 

debida motivación de dicho oficio, y de manera subsidiaria la supuesta transgresión 

 

 
1.3. En sentencia de mayoría dictada el 2 de julio del 2021, las 14h45, por el Tribunal 

Distrital de lo Contencioso Tributario con sede en el Distrito Metropolitano de Quito, 

provincia de Pichincha, se resuelve aceptar la demanda y declarar la nulidad del oficio 

No. 117012019OREC016634 de 26 de julio de 2019 emitido por el Director Zonal 9 

del Servicio de Rentas Internas y se dispone que la administración tributaria dé el 

trámite legal al reclamo administrativo presentado por el actor el 13 de junio de 2019, 

signado con el número 117012019435755, mediante el cual impugnó la liquidación de 

pago No. 17201906500005882 por diferencias en la declaración de impuesto a la renta 

del ejercicio fiscal 2016. 

 
 

1.4. El Ab. Fabricio Israel Cuenca Cofre, en su calidad de procurador fiscal de las 

autoridades tributarias demandadas interpone recurso de casación (fs. 650 a 656), en 

contra de la sentencia con fundamento en el caso segundo del art. 268 del Código 

Orgánico General de Procesos (COGEP en adelante), el cual es calificado de oportuno 

por dicho Tribunal de instancia en auto de 30 de septiembre del 2021, a las 14h50 y 

remite el proceso a la Sala Especializada de lo Contencioso Tributario de la Corte 

Nacional de Justicia. 

 
1.5. Mediante auto interlocutorio de 18 de julio del 2022, las 10h49, dictado por el doctor 

Fernando Antonio Cohn Zurita, Conjuez de la Corte Nacional de Justicia, se admite a 

trámite el recurso de casación interpuesto por el caso segundo del art. 268 del 

COGEP, por falta de motivación de la sentencia recurrida, infringiendo los arts. 76 

numeral 7 literal l) de la Constitución de la República, 89 y 90 numeral 5 del COGEP, 

130 numeral 4 del Código Orgánico de la Función Judicial (COFJ). 
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2.- Competencia 
 

2.1. La Sala Especializada de lo Contencioso Tributario de la Corte Nacional de Justicia es 

competente para conocer y resolver el recurso de casación, de conformidad con lo 

dispuesto en los artículos 184 numeral 1 de la Constitución de la República del 

Ecuador, CRE, 184, 185 segunda parte, numeral 1 del COFJ y 269 del COGEP. 

 
2.2. En virtud del sorteo de la causa realizado el 19 de diciembre del 2022, a las 11h27, se 

radicó la competencia en la Sala integrada por los doctores Rosana Morales Ordóñez, 

José Suing Nagua (Jueces Nacionales) y Gustavo Durango Vela (Juez Nacional 

Encargado y Ponente). Mediante Resolución Nro. 003-2021 de 26 de enero de 2021, 

el Pleno del Consejo de la Judicatura dispuso dar cumplimiento al mandamiento de 

ejecución expedido por el Tribunal de lo Contencioso Administrativo en la causa No. 

17811-2014-0463, ratificando la continuación en el ejercicio de funciones de los 

Doctores José Dionicio Suing Nagua y Gustavo Durango Vela, de Juez y Conjuez 

Nacionales, respectivamente; además, con Resolución Nro. 008-20221, de 28 de enero 

de 2021 el Pleno del Consejo de la Judicatura designó a la Doctora Gilda Rosana 

Morales Ordóñez, Jueza Nacional. El Pleno de la Corte Nacional de Justicia, mediante 

Resolución No. 2, de 5 de febrero del 2021, integró la Sala de lo Contencioso 

Tributario con los Doctores Gilda Rosana Morales Ordóñez y José Suing Nagua. 

Mediante oficio No. 635-SG-CNJ, la Doctora Paulina Aguirre Suárez, Presidenta de la 

Corte Nacional de Justicia llama al Doctor Gustavo Durango Vela para que asuma el 

despacho de la Sala Contencioso Tributaria, en reemplazo de la Doctora Ana María 

Crespo Santos, ratificado mediante oficio No. 92-P-CNJ-2021, de 12 de febrero de 

2021, suscrito por el Doctor Iván Saquicela Rodas, Presidente de la Corte Nacional de 

Justicia y avalado con Acción de Personal No. 166-UATH-2021-NB de 19 de febrero 

de 2021. 

 
3.- Validez procesal 

 
 

3.1. De la revisión del proceso no se observa ninguna circunstancia que pueda afectar su 

validez procesal y tampoco existe nulidad alguna que declarar, como así lo 

manifestaron los procuradores judiciales de las partes, en audiencia de casación 
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llevada a cabo el día jueves 7 de diciembre del 2023, a las 10h00. 
 

 
4.- Fundamentación del recurso de casación 

 
 

4.1. Argumentos de la parte recurrente por los vicios señalados. La parte demandada, 

hoy recurrente, señala que, por mandato constitucional es imperativo que los actos 

administrativos, resoluciones y fallos se encuentren debidamente motivados, caso 

contrario, se los considerarán nulos, nulidad que aplica tanto para los actos expedidos 

por la administración pública como para las sentencias emitidas por la autoridad 

judicial. Se requiere que se expresen los razonamientos jurídicos que conducen a la 

interpretación y aplicación del derecho. Las decisiones deben encontrarse 

fundamentadas en normas de derecho, caso contrario, es lógico que la decisión 

devenga en arbitraria. Manifiesta que, el Código Orgánico de la Función Judicial, 

COFJ, también prevé como un deber de los jueces motivar debidamente sus 

resoluciones. Sostiene que, la sentencia debe contener una clara, expresa y precisa 

fundamentación expresando los motivos de hecho y de derecho, encuadrando los 

pronunciamientos legales a las disposiciones aplicables al caso concreto; que el 

Tribunal de instancia advirtió, del escrito del reclamo administrativo del actor, que la 

liquidación de pago por las diferencias en el impuesto a la renta del ejercicio fiscal 

2016 si le fue enviada al sujeto pasivo a su buzón electrónico, sin embargo, el sujeto 

pasivo sostenía que tuvo conocimiento del mismo desde que descargó el documento. 

Es decir, para el sujeto pasivo el plazo de los 20 días dispuestos en el artículo 115 del 

Código Tributario debían contarse desde la fecha en que descargó el documento del 

buzón electrónico. La confirmación de la notificación de la liquidación de pago por 

impuesto a la renta del 2016 al buzón electrónico del contribuyente fue advertida por 

el Tribunal de instancia en la sentencia recurrida como un hecho cierto. De igual 

forma, consta en la sentencia que el SRI indicó que la notificación de la liquidación 

efectuada al contribuyente fue el 9 de enero del 2019; sin embargo, consideró que 

debe tenerse como fecha de notificación la fecha de descarga de la liquidación de 

pago por impuesto a la renta del 2016 y para llegar a ello considera un simple 

manifiesto del actor y no un hecho fáctico, menos una norma de derecho que soporte 

tal aseveración. También dice la casacionista que, la sentencia no guarda coherencia 
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cuando en un primer momento, el Tribunal ha declarado nulo el oficio y luego entra a 

analizar la extemporaneidad del reclamo administrativo, con lo cual se denota que el 

fallo no guarda coherencia y se han llegado a conclusiones erradas. Hace referencia a 

las premisas fácticas y normativas utilizadas por el Tribunal de instancia y por el SRI 

así como a las conclusiones a las que cada uno de ellos arribó y manifiesta que las 

premisas utilizadas por la autoridad judicial son carentes de razonabilidad, lógica e 

incluso coherencia. Dice que no existe ni un hecho fáctico per sé analizado, ni que 

este sea subsumido a una norma de derecho que soporte que el plazo para presentar un 

reclamo administrativo recurra desde la fecha en que descargó el documento el 

accionante. Dice que el cargo invocado es totalmente trascendente, por cuanto, al no 

estar motivada la sentencia trae consigo la nulidad de la misma. Solicita se case la 

sentencia declarándose la nulidad de la misma y se dicte la sentencia motivada que 

amerite cumpliendo los requisitos constitucionales y legales. 

 
 

4.2. Contestación del recurso por la parte actora.- Revisado el expediente procesal se 

puede determinar que la parte actora no ha contestado el recurso pese a estar 

legalmente notificada. 

 
5.- Problema Jurídico 

 
 

5.1. Determinar si la sentencia objeto del recurso de casación ha incurrido en el vicio 

señalado en el numeral 2 del art. 268 del COGEP, esto es, la falta de motivación del 

fallo recurrido. 

 
6.- Análisis de la Sala de Casación 

 
 

6.1. El recurso de casación se fundamenta en el caso 2 del Art. 268 del COGEP que dispone: 
 
 

 
 Art. 268.- Casos. El recurso de casación procederá en los siguientes casos: 2. Cuando 

la sentencia o auto no contenga los requisitos exigidos por la ley o en su parte dispositiva se 
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adopten decisiones contradictorias o incompatibles así como, cuando no cumplan el requisito 

de motivación  

 

 
El numeral segundo se refiere a la transgresión de normas relacionadas con la estructura, 

contenido y forma de la sentencia o auto, la que podría configurarse de tres formas: 1) por 

defectos en la estructura del fallo que se dan por la falta de requisitos exigidos por la ley para 

la sentencia o auto; 2) por incongruencia en la parte dispositiva del fallo en cuanto se adopten 

resoluciones contradictorias o incompatibles; y, 3) cuando la sentencia no cumpla el requisito 

constitucional y legal de la debida motivación. 

 

 
6.2. Caso 2 del Art. 268 del COGEP.- Esta Sala Especializada pasa a conocer el yerro acusado 

por la entidad casacionista. A fin de establecer si se ha configurado o no el cargo alegado, 

esto es, la falta de motivación en la sentencia recurrida, se realizan las siguientes 

consideraciones: 

 

 
6.2.1. Normas de derecho infringidas.- El recurrente estima que se han infringido el art. 76 numeral 

7 literal l) de la Constitución de la República; arts. 89 y 90.5 del Código Orgánico General de 

Procesos; art. 130 numeral 4 del Código Orgánico de la Función Judicial, de cuyo contenido 

se tiene: 

Constitución de la República 
 

 Art. 76.- En todo proceso en el que se determinen derechos y obligaciones de cualquier 

orden, se asegurará el derecho al debido proceso que incluirá las siguientes garantías 

básicas:  7. El derecho de las personas a la defensa incluirá las siguientes garantías:  

l) Las resoluciones de los poderes públicos deberán ser motivadas. No habrá motivación si 

en la resolución no se enuncian las normas o principios jurídicos en que se funda y no se 

explica la pertinencia de su aplicación a los antecedentes de hecho. Los actos 

administrativos, resoluciones o fallos que no se encuentren debidamente motivados se 

considerarán nulos.  

 

 
Código Orgánico General de Procesos 
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 Art. 89.- Motivación. Toda sentencia y auto serán motivados, bajo pena de nulidad. No 

habrá tal motivación sin en la resolución no se enuncian las normas o principios jurídicos en 

que se funda y no se explica la pertinencia de su aplicación a los antecedentes de hecho. Las 

sentencias se motivarán expresando los razonamientos fácticos y jurídicos, que conducen a la 

apreciación y valoración de las pruebas como a la interpretación y aplicación del derecho. 

La nulidad por falta de motivación única y exclusivamente podrá ser alegada como 

fundamento del recurso de apelación o causal del recurso de casación. 

Art. 90.- Contenido general de sentencias y autos. Además del contenido especial que la ley 

señale para determinados autos o sentencias, todo pronunciamiento judicial deberá contener: 

5. 

 

 
Código Orgánico de la Función Judicial 

 
 Art. 130.- Facultades y deberes genéricos de las juezas y jueces.- A más de los deberes de 

toda servidora o servidor judicial, los jueces, según corresponda, tienen las siguientes 

facultades y deberes genéricos: 4. Motivar debidamente sus resoluciones. No habrá 

motivación si en la resolución no se enuncian las normas o principios jurídicos en que se 

funda y no se explica la pertinencia de su aplicación a los antecedentes de hecho. Las 

resoluciones o fallos que no se encuentren debidamente motivados serán  

 
6.2.2. Precedentes constitucionales.- Sobre la motivación, la Corte Constitucional, en sus 

sentencias de carácter vinculante ha manifestado: 

 
 Para que determinada resolución se halle correctamente motivada es necesario que la 

autoridad que tome la decisión exponga las razones que el Derecho le ofrece para adoptarla. 

Dicha exposición debe hacérsela de manera razonable, lógica y comprensible, así como 

mostrar cómo los enunciados normativos se adecuan a los deseos de solucionar los conflictos 

presentados. Una decisión razonable es aquella fundada en los principios constitucionales. 

La decisión lógica, por su lado, implica coherencia entre las premisas y la conclusión, así 

como entre ésta y la decisión. Una decisión, por último, debe gozar de claridad en el 

lenguaje, con miras a su fiscalización por parte del gran auditorio social, más allá de las 

 (Caso No. 1212-11-EP) 

 
Es de anotar que la Corte Constitucional, dejando a un lado el test de motivación referente al 
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cumplimiento de los requisitos de comprensibilidad, lógica y razonabilidad, ha señalado que 

existe una argumentación jurídica suficiente, si la estructura mínimamente está integrada por: 

(i) Una fundamentación normativa suficiente; y, (ii) Una fundamentación fáctica suficiente 

(Sentencia 1158-17-EP/21 de 20 de octubre del 2021). 

 
Como si no fuera suficiente, de forma más amplia y clara, la Corte ha resuelto:  Como ha 

establecido la jurisprudencia de esta Corte, para que una motivación sea suficiente es preciso 

que reúna ciertos elementos argumentativos mínimos. Esto exige que los razonamientos que 

componen esos elementos mínimos deben estar suficientemente explícitos en el texto de la 

motivación; lo que no implica, sin embargo que todas y cada una de las premisas y 

conclusiones de esos razonamientos deban ser explícitas en dicho texto, algunas de ellas bien 

pueden estar implícitas o sobreentendidas. Para identificarlas, es preciso atender al contexto 

de la motivación, lo que, por lo demás, es indispensable para una lectura cabal de cualquier 

 (Sentencia No. 188-15-EP/20 de 11 de noviembre de 2020, numeral 20). 

 
6.3. El cuestionamiento de la entidad recurrente, gira en torno a que la sentencia impugnada no se 

encuentra debidamente motivada frente a lo cual, esta Sala Especializada de Casación con 

fundamento en las disposiciones constitucionales y legales transcritas, así como en las 

resoluciones de la Corte Constitucional que sobre el tema han sido expedidas, considera que la 

motivación constituye un verdadero ejercicio de construcción de un silogismo lógico-jurídico 

formado por dos premisas conexas que necesaria y obligatoriamente nos deben llevar a una 

conclusión válida. Para este efecto, una de las premisas debe estar constituida por los 

antecedentes de hecho que son objeto de la controversia, que hayan superado la contradicción 

y réplica de la contraparte; y, la otra premisa, por las normas o principios que el juzgador 

considera son aplicables a la litis. Entre estas dos premisas debe haber un nexo, es decir, debe 

existir, entre los hechos y las normas escogidas por el juez, una adecuada pertinencia que 

permita, a su vez, arribar a la conclusión o decisión final. Construido de esta forma el 

silogismo por parte del Tribunal, éste es razonable y lógico pero, además, conforme lo ha 

dicho la Corte Constitucional, el silogismo debe ser comprensible, claro y entendible, es decir, 

tener un lenguaje asequible y fácil para el ciudadano. 

 
6.3.1. El Tribunal de instancia, en su sentencia de mayoría del 2 de julio de 2021, empieza por 

asegurar su competencia, señala otras generalidades y a reglón seguido se refiere al punto 

objeto de la Litis, transcrito en su integridad en el acápite 1.2 de esta sentencia y que se 

contrae a dilucidar la validez y legalidad del oficio de 26 de julio de 2019, emitido por el 
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Director Zonal 9 del SRI por el que se negó la tramitación del reclamo administrativo por 

considerarlo extemporáneo. 

 
6.3.2.  de los numerales 6.3 al 

6.15, analiza los hechos y circunstancias que son motivo de la controversia, las pruebas 

documentales incorporadas al proceso, los argumentos de las partes procesales, establece las 

normas y enunciados jurídicos que corresponden a los temas controvertidos, las pruebas 

practicadas en sede judicial por los litigantes así como la base legal en que se fundamenta y 

llega a concluir, respecto a la litis, que  el oficio No. 117012019OREC016634 de 26 de 

julio de 2019, es nulo por inmotivado conforme se señaló en el numeral 7.1 y también por 

cuanto negó de forma ilegítima el derecho del actor a impugnar en sede administrativa la 

liquidación de pago No. 17201906500005882 misma que fue notificada a través de un medio 

ineficaz conforme se ha explicado ampliamente en este fallo, al no existir constancia de su 

; y, complementa su decisión manifestando que 

ser (sic) considerará como fecha de notificación de la liquidación de pago No. 

17201906500005882 el 15 de mayo de 2019, en la cual actor afirma haber tenido 

conocimiento de dicho acto, en atención a la dispuesto en el inciso segundo del No. 9 del art. 

107 del Código Tributario, para efectos de contabilizar el plazo para la proposición del 

reclamo dentro del término previsto en el art. 115 del mismo cuerpo normativo, presentado 

 

 
6.3.3. Es evidente que el Tribunal de instancia efectuó un análisis de los hechos probados en juicio así 

como de la legislación aplicable a la controversia, existe en su redacción coherencia y 

concatenación entre las premisas fácticas y legales y la conclusión a la que llega. La sentencia 

cuenta con una fundamentación normativa y fáctica suficiente y ninguna de ellas es 

inexistente o insuficiente en los términos señalados por la Corte Constitucional, pues ha sido 

contundente cuando afirma:  24. Cabe señalar, además, que para la Corte la garantía de la 

motivación no se refiere a la corrección del razonamiento judicial, sino, exclusivamente, a 

explicar de forma suficiente los fundamentos de la decisión  (Sentencia No. 1507- 

15-EP/21 de 20.enero.2021). 

 
6.3.4. Si bien la sentencia tiene un orden y congruencia al exponer los temas en controversia y su 

decisión es comprensible, por cuanto el lenguaje utilizado y la forma de desarrollar la 

argumentación es clara, lógica y suficiente en explicar los fundamentos de la decisión 

adoptada, por tanto se encuentra motivada en los términos fijados por la Corte Constitucional, 
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ello no significa que estemos de acuerdo con lo resuelto por ella, pues incluso contradice 

pronunciamientos previos de esa Sala, sin embargo, debido a las limitaciones que el recurso 

de casación nos señala, al ser extraordinario, de alta técnica jurídica y sobre todo tener 

carácter dispositivo, no cabe al tenor de la causal 2 del art. 268 del COGEP pronunciarnos 

sobre el fondo de tal decisión, pues la motivación tiene que ver con la estructura de la 

sentencia. 

 
De lo expuesto, se concluye que la sentencia si se encuentra motivada, por tanto, no incurre en 

el vicio denunciado por falta de motivación en detrimento del art. 76 numeral 7 literal l) de la 

Constitución de la República, arts. 89 y 90.5 del COGEP y art. 130 numeral 4 del COFJ. 

 
7.- Decisión 

 
7.1. Por los fundamentos expuestos, al tenor del artículo 273 del Código Orgánico General de 

Procesos, la Corte Nacional de Justicia, la Sala Especializada de lo Contencioso Tributario, 

ADMINISTRANDO JUSTICIA, EN NOMBRE DEL PUEBLO SOBERANO DEL 

ECUADOR, Y POR AUTORIDAD DE LA CONSTITUCIÓN Y LAS LEYES DE LA 

REPÚBLICA, resuelve: 
 
 

 
7.2. NO CASAR la sentencia dictada por el Tribunal Distrital de lo Contencioso Tributario con 

sede en el Distrito Metropolitano de Quito, provincia de Pichincha el 02 de julio del 2021 en 

el proceso No. 17510-2019-00399. 

 

 
7.3. Sin costas. 

 
 

 
7.4. Comuníquese, publíquese y devuélvase a la Sala de origen. 

 
 

 
7.5. Actúe como Secretaria Relatora dentro de este proceso, la Doctora Ligia Marisol Mediavilla 

en virtud de la Acción de Personal No. 838-UATH-2022-OQ de 28 de julio de 2022. 
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RESUMEN 

 

La entidad casacionista alega falta de motivación de la sentencia recurrida. Esta Sala casacional , luego del 
análisis de la estructura lógica y explicación de los fundamentos de la sentencia recurrida considera que ésta se 
encuentra motivada y por esta razón decide no casar la sentencia recurrida, sin que ello signifique que estemos 
de acuerdo con lo decidido . 
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resuelve declarar parcialmente con lugar la demanda y consecuentemente se dispone 

la devolución de los valores pagados en exceso por anticipo del impuesto a la renta y 

crédito tributario por retenciones en la fuente de ese impuesto con excepción de los 

valores que no fueron incluidos por el SRI dentro del reclamo de pago en exceso. 

 
 

1.4. Tanto la abogada Keeli Viviana Hoyos Calle, en calidad de procuradora judicial de la 

autoridad demandada, como el abogado Alfonso Andrés Ríos Robalino, en calidad de 

procurador judicial de la compañía DISTRIBUIDORA IMPORTADORA DIPOR 

S.A., interponen el 6 de octubre de 2021 y el 9 de los mismos mes y año, sendos 

recursos de casación (fs. 676 a 690 vta.), en contra de la referida sentencia con 

fundamento en los casos 2do. y 4to. del art. 268 del Código Orgánico General de 

Procesos (COGEP en lo posterior) y caso 5to. del mismo artículo, en su orden, los 

mismos que son calificados de oportunos por el Tribunal de instancia mediante auto 

de 14 de octubre del 2021, las 14h11 y ordena remitir el proceso a la Sala 

Especializada de lo Contencioso Tributario de la Corte Nacional de Justicia. 

 
1.5. Mediante auto interlocutorio de 5 de julio del 2022, las 11h34, dictado por la doctora 

Mónica Alexandra Heredia Proaño, Conjueza de la Corte Nacional de Justicia, se 

admite a trámite el recurso de casación interpuesto por la administración tributaria, 

por los casos 2do., por no contener los requisitos exigidos por la ley e infringir el art. 

164 inciso 3ro. del COGEP y, 4to. por falta de aplicación de los arts. 164 inciso 2do. 

y 224 numerales 4, 5 y 6 del COGEP, de los arts. 7 de la Resolución NAC- 

DGERCGC-16-00000126, 98 del Reglamento a la Ley de Régimen Tributario 

Interno, 89 del Código Tributario, 101 de la Ley de Régimen Tributario Interno, 1 de 

la Resolución NAC-DGERCGC13-00765; y, 82, 83 y 84 del Código Tributario. 

El recurso de la compañía actora, por el caso 5to. del mismo art. 268 del COGEP, por 

errónea interpretación del art. 123 del Código Tributario. 
 
 

 
2.- Competencia 
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2.1. La Sala Especializada de lo Contencioso Tributario de la Corte Nacional de Justicia es 

competente para conocer y resolver el recurso de casación, de conformidad con lo 

dispuesto en los artículos 184 numeral 1 de la Constitución de la República del 

Ecuador, CRE; 184, 185 segunda parte, numeral 1 del Código Orgánico de la Función 

Judicial, COFJ y 269 del Código Orgánico General de Procesos, COGEP. 

 
2.2. En virtud del sorteo de la causa realizado el 19 de diciembre del 2022, a las 12h44, se 

radicó la competencia en la Sala integrada por los doctores Rosana Morales Ordóñez, 

José Suing Nagua (Jueces Nacionales) y Gustavo Durango Vela (Juez Nacional 

Encargado y Ponente). Mediante Resolución Nro. 003-2021 de 26 de enero de 2021, 

el Pleno del Consejo de la Judicatura dispuso dar cumplimiento al mandamiento de 

ejecución expedido por el Tribunal de lo Contencioso Administrativo en la causa No. 

17811-2014-0463, ratificando la continuación en el ejercicio de funciones de los 

Doctores José Dionicio Suing Nagua y Gustavo Durango Vela, de Juez y Conjuez 

Nacionales, respectivamente; además, con Resolución Nro. 008-20221, de 28 de enero 

de 2021 el Pleno del Consejo de la Judicatura designó a la Doctora Gilda Rosana 

Morales Ordóñez, Jueza Nacional. El Pleno de la Corte Nacional de Justicia, mediante 

Resolución No. 2, de 5 de febrero del 2021, integró la Sala de lo Contencioso 

Tributario con los Doctores Gilda Rosana Morales Ordóñez y José Suing Nagua. 

Mediante oficio No. 635-SG-CNJ, la Doctora Paulina Aguirre Suárez, Presidenta de la 

Corte Nacional de Justicia llama al Doctor Gustavo Durango Vela para que asuma el 

despacho de la Sala Contencioso Tributaria, en reemplazo de la Doctora Ana María 

Crespo Santos, ratificado mediante oficio No. 92-P-CNJ-2021, de 12 de febrero de 

2021, suscrito por el Doctor Iván Saquicela Rodas, Presidente de la Corte Nacional de 

Justicia y avalado con Acción de Personal No. 166-UATH-2021-NB de 19 de febrero 

de 2021. 

 
3.- Validez procesal 

 
 

3.1. De la revisión del proceso no se observa ninguna circunstancia que pueda afectar su 

validez procesal y tampoco existe nulidad alguna que declarar, como así lo 

manifestaron los procuradores judiciales de las partes, en audiencia de casación 
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llevada a cabo el día jueves 7 de diciembre del 2023, a las 11h00. 
 
 

Esta Sala Casacional entra a analizar los recursos presentado en el orden de 

presentación conforme consta del proceso. 

 
4.- Fundamentación del recurso de casación presentado por el SERVICIO DE 

RENTAS INTERNAS 

 
4.1. Argumentos de la parte recurrente por los vicios señalados. La parte demandada, 

en el recurso presentado así como en su escrito de aclaración, respecto de la causal 2 

del art. 268 COGEP señala que, la sentencia debe contener varios requisitos 

determinados en el ordenamiento jurídico, sin embargo, en el presente caso no fue 

observado el inciso 3ro. del art. 164 del COGEP, de acuerdo con esta disposición 

legal, las decisiones judiciales deben plasmar el ejercicio valorativo de las pruebas 

aportadas por las partes y que sirvieron al juzgador para llegar a la configuración de 

los hechos probados, lo que en el caso no se observa. Manifiesta que, la sentencia 

recurrida enumera las pruebas practicadas, pero basó su decisión en el contenido del 

informe pericial y en la prueba documental practicada en la audiencia de juicio; se 

reproduce textualmente lo que dijo la perito y nunca se pormenoriza a cuáles 

documentos probatorios se refiere el juzgador cuando manifiesta  la prueba 

documental practicada en la audiencia de juicio  ; jamás se señala cuáles de aquellos 

documentos sirvieron de base para determinar los hechos probados, que afirma 

haberlos deducido. Dice que era obligatorio que los juzgadores, en su decisión, 

valoren todas las pruebas que les sirvieron para su argumentación y conclusión de 

hechos probados y no sólo enunciarlas con la referida frase general, pues era 

imprescindible que, en el presente caso, individualicen a qué otros documentos se 

referían con dicha frase y, sobre cada uno de ellos, se debieron realizar sesudos 

análisis sobre la valoración probatoria que les otorgan y reconozcan, en base a los 

preceptos jurídicos de valoración de prueba contenidos en el ordenamiento jurídico, 

un determinado valor material. 

 
Respecto a la causal 4ta. del art. 268 del COGEP manifiesta que en el presente caso se 
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configura una falta de aplicación del segundo inciso del art. 164 del COGEP que contiene los 

preceptos jurídicos de valoración de la prueba en su conjunto y el de las formalidades exigidas 

en el ordenamiento jurídico para la validez de determinados actos. Respecto al precepto de 

valoración de la prueba en conjunto menciona que parte de la controversia se limitaba a la 

solicitud del actor para que se le devuelva un supuesto pago en exceso del impuesto a la renta 

realizado en el ejercicio 2015, basado en el recálculo de este ítem, toda vez que se pretendía 

reformar la fórmula de cálculo declarada, en varias ocasiones, por el contribuyente desde el 

ejercicio 2014. El SRI negó la petición argumentando, entre otras cosas, que ésta realizó una 

determinación al actor por el ejercicio 2014 y del cual, el rubro relacionado con el impuesto a 

la renta, jamás fue controvertido, entendiéndose que las actuaciones de la autoridad tributaria, 

en lo relacionado a este ítem, habían adquirido firmeza. El Tribunal de instancia desestima la 

argumentación contenida en el acto impugnado de que varios elementos determinados por la 

administración y declarados por el actor, relacionados con el ejercicio 2014 y que sirvieron 

para el cálculo del anticipo del impuesto a la renta del año 2015, son desechados en sede 

judicial, por el equivocado criterio de que el ejercicio determinado fue el 2014 y no el 2015, 

sin embargo, en el informe pericial, para el cómputo del anticipo del impuesto a la renta del 

ejercicio 2015, la perito basó sus cálculos en los resultados del ejercicio 2014, frente a lo cual, 

el Tribunal de instancia desestimó la determinación realizada para el ejercicio 2014, constante 

en un acto administrativo sobre los mismos rubros de ingresos, costos y gastos y por el mismo 

periodo, con el infundado argumento que correspondían a un periodo distinto al de la 

controversia. Manifiesta que, el Tribunal de instancia al valorar el informe pericial, omitió y 

mutiló la aseveración expresada en este:  Para el cálculo del anticipo del impuesto a la renta 

, no 

aplicando el precepto de valoración de la prueba establecido en el art. 162 inciso segundo del 

COGEP, que obliga a los juzgadores a valorar la prueba en su conjunto, lo que condujo a que 

no se tenga en cuenta que para el cálculo del anticipo de impuesto a la renta del 2015, era 

necesario tener en cuenta los resultados del ejercicio 2014, sobre todo aquellos que fueron 

fruto del acta de determinación realizada por la autoridad tributaria. Este desatinado ejercicio 

jurisdiccional permitió que se desestimen los argumentos por los cuales la Administración 

negó el reclamo de pago en exceso y se reconozcan valores a favor del actor como 

consecuencia de un recalculo indebido del anticipo del impuesto a la renta en base al citado 

informe pericial. En lo relacionado al tercer precepto contenido en el 2do. inciso del art. 164 

del COGEP relativo a las solemnidades prescritas en la ley sustantiva para la existencia o 

validez de ciertos actos, sostiene que debieron haberse cumplido los requisitos mínimos 

contenidos en los numerales 4,5 y 6 del artículo 224 del COGEP y numeral 4 del art. 21 de la 



Viernes 25 de septiembre de 2026 Edición Jurídica Nº 309 - Registro Oficial

18 

Resolución No. 040-2014 del Pleno del Consejo de la Judicatura que contiene el Reglamento 

del Sistema Pericial Integral de la Función Judicial, emitido para la validez de los informes 

periciales en el cual se establecen los requisitos que éstos deben contener, pues tales informes 

deben contar con la explicación técnica y científica de los criterios, exposición de razones y el 

sustento técnico de las conclusiones, todas respaldadas con los documentos debidamente 

actuados e incorporados en el caso; los informes de la perito Ec. Silvia Solano Hidalgo, 

realizados para los reclamos formales de pago en exceso del impuesto a la renta de los 

ejercicios 2015, 2016 y 2018, adolecen de esta exigencia formal. Sostiene que el informe 

pericial afirma que la compañía actora DIPOR tiene competidoras como QUIFATEX S.A. y 

KIMBERLY CLARK ECUADOR, sin embargo no se justifica, de ningún modo, esta 

afirmación y tan sólo se hace una referencia de dos reglones; tampoco se adjunta la 

documentación de respaldo que acredite este hecho. Manifiesta que las mismas omisiones se 

mantienen de manera textual en los informes periciales de los años 2016 y 2018, en donde se 

hace nulo análisis de la supuesta competencia de DIPOR. Estas actuaciones desdicen el 

contenido de los arts. 224 numerales 4, 5 y 6 del COGEP y numeral 4 del art. 21 de la 

Resolución No. 040-2014 referida. 

 

 
4.2. Contestación del recurso por la parte actora.- La compañía actora, a través de su 

Procurador Judicial contesta el recurso presentado por la Administración Tributaria y 

manifiesta que la acusación que realiza la Administración no aplica para el tipo de 

causal que se invoca. La inculpación de la casacionista de que se incumplió con el art. 

164 del COGEP no es compatible con la causal 2 del art. 268 ibidem que trata sobre la 

infracción de que la sentencia no contenga los requisitos exigidos por la ley. Dice que 

en el punto 6 de la sentencia, el Tribunal de instancia hace un recuento de la evidencia 

actuada por las partes y luego deja sentado que en los numerales que le siguen, 

verificará si la parte actora justifica el pago en exceso reclamado. Luego formula su 

razonamiento jurídico basado en un análisis de las pruebas valoradas en su conjunto, 

donde acoge, como prueba medular que justifica cada uno de los puntos 

controvertidos el informe pericial de la Ec. Solano, llegando a la conclusión de que se 

ha acreditado que la compañía actora DIPOR es un distribuidor y, por lo tanto, aplica 

el anticipo de impuesto a la renta y encuentra debidamente soportadas las retenciones 

en la fuente de este impuesto, cuestionadas en los ejercicios 2015, 2016 y 2018, con lo 

cual pudo confirmar que existió el pago en exceso reclamado. Lo realizado por los 
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juzgadores A quo es una operación propia de dicho tribunal, ya que este es libre de 

examinar la prueba y preferir aquellas que a su juicio tienen mayor credibilidad para 

resolver la controversia. Se cumplió con la norma del art. 164 COGEP y esto 

significó que la falta de prueba aportada por el SRI para desvirtuar los asertos de 

DIPOR, llevó al Tribunal de instancia a acoger la prueba documental y pericial 

aportada por la actora. Además, dice, que el SRI nunca justifica cual sería la 

relevancia y efecto de que se incurra en la causal, es decir, nunca cuestiona que el 

juicio hubiese tenido un resultado distinto si es que no se hubiese supuestamente 

cometido la infracción que acusa, puesto que, no hay un planteamiento sólido sobre la 

comisión de una verdadera infracción sino más bien una vaga queja de la forma en 

que el Tribunal de instancia valoró la prueba, incumpliendo con la causal de 

improcedencia prescrita en el art. 270 del COGEP. 

 
Respecto de la causal cuarta manifiesta que lo que quiere discutir la Administración es 

un punto del análisis pericial que jamás fue cuestionado o tratado por esta dentro de la 

contestación a la demanda, del contrainterrogatorio que le realizó a la perito en el 

juicio o en ninguna de sus intervenciones; esto evidencia dos errores que hacen 

improcedente el recurso presentado: i) el SRI pretende una nueva revisión de la 

prueba. La Administración no disputa en el recurso de casación que respecto al 

anticipo del 2015, el Tribunal de instancia señaló que el puno de controversia giró en 

torno a verificar si correspondía o no la presentación de una declaración sustitutiva 

para la devolución y si se podía presentar una declaración sustitutiva habidas cuentas 

que el SRI realizó una determinación del impuesto a la renta del ejercicio 2014. Dice 

que se torna evidente que en el recurso de casación se pretende discutir algo que no 

fue objetado por el SRI en el proceso donde tuvo la oportunidad de cuestionar a la 

perito respecto de la información que utilizó para realizar el cálculo del anticipo del 

impuesto a la renta 2015. Dado que lo planteado en el recurso no se refiere a hechos 

que se hayan analizado dentro del juicio, lo que naturalmente sigue, es que no hay un 

pronunciamiento por parte del Tribunal de instancia en la sentencia, es decir, que haya 

señalado que valoró la evidencia y se pronunció acerca de si el tema quedó acreditado 

o no quedó demostrado, según lo discutido por las partes, entonces no se puede alegar 

al respecto que hubo una violación a una regla de valoración de la prueba.  El SRI 
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pretende una nueva valoración de la prueba para que se analicen hechos que no fueron 

controvertidos, lo cual se contrapone a la naturaleza del recurso de casación. ii) La 

regla de que se valore la prueba en su conjunto no tiene el alcance que el SRI le 

pretende dar. Dice que no ha existido una violación a la regla de que la prueba se 

valore en su conjunto, más bien se puede verificar que en la sentencia se cumplió con 

el principio de unidad de la prueba porque el Tribunal A quo, en relación a los puntos 

controvertidos, tomó en cuenta los hechos que fueron concordantemente acreditados, 

relevantes a la discusión entablada por las partes. Manifiesta que de las normas 

sustantivas enunciadas como infringidas ninguna discernible aplicable al caso y así 

mismo el casacionista incumple con explicar cómo cualquiera de esas normas fue 

transgredida producto de la infracción que acusa y estos errores no pueden 

subsanados. 

Respecto a la supuesta transgresión a la regla que establece que la prueba debe 

cumplir con las solemnidades exigidas en el ordenamiento jurídico para la existencia o 

validez de determinados actos, sostiene que el recurso tiene errores en su 

planteamiento que lo vuelven improcedente: (i) se pretende una nueva revisión de la 

prueba, puesto que, la discusión del SRI acerca de que no se ha justificado que las 

compañías QUIFATEX y QUIMBERLY CLARK son distribuidores competidores de 

DIPOR es un punto que no fue objetado por la Administración Tributaria en el 

proceso; lo que se pretende es que la Sala Especializada examine la prueba con 

relación a un tema que no fue revisado por el Tribunal en su momento porque la 

Administración no presentó alegato alguno al respecto. (ii) Se cumplen con las 

normas que se acusan infringidas ya que la perito hace una explicación metodológica 

exhaustiva en su investigación, todo lo analizado y sus respectivas conclusiones que 

incluye los anexos y fuentes con los cuales respalda sus criterios y conclusiones 

técnicas. (iii) La acusación de la Administración Tributaria es contradictoria a la 

norma que alega que se infringió, puesto que, el artículo que la casacionista señala que 

establece la solemnidad que medularmente se habría inobservado es el numeral 4 del 

art. 21 de la Resolución 040-2014 emitida por el Consejo de la Judicatura. Esta 

norma, evidentemente, no es una ley, por lo que, tampoco se puede afirmar que hay 

una solemnidad sustancial de una ley que se violó. (iv) La Administración no justifica 

que exista una violación a una norma de derecho sustantivo, pues, además de que no 
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existe alguna norma de este tipo relevante a la infracción que se acusa, el SRI 

incumple con explicar cómo cualquiera de dichas normas fue transgredida producto de 

la infracción que acusa. Solicita se declare improcedente el recurso interpuesto y no 

se case la sentencia recurrida. 

 
5.- Problema Jurídico 

 
 

5.1. Determinar si la sentencia objeto del recurso de casación ha incurrido en los vicios 

señalados en los numerales 2 y 4 del art. 268 del COGEP, esto es, analizar si contiene 

los requisitos exigidos en la ley señalados en la disposición del art. 163 inciso tercero 

del COGEP; y, si la falta de aplicación de las normas referentes a la valoración de la 

prueba arts. 164 numeral 2; 224 numerales 4, 5 y 6 del COGEP y art. 21 numeral 4 

de la Resolución 40-2014 emitida por el Consejo de la Judicatura- produjo la 

violación indirecta de normas sustantivas al no aplicarse los arts. 7 de la Resolución 

NAC-DGERCGC-16-00000126, art. 98 del Reglamento a la Ley de Régimen 

Tributario Interno, art. 89 del Código Tributario, art. 101 de la Ley de Régimen 

Tributario Interno, art. 1 de la Resolución NAC-DGERCGC13-00765; y, arts. 82, 83 y 

84 del Código Tributario. 

 
6.- Análisis del Tribunal de Casación 

 
 

6.1. El recurso de casación se fundamenta en los casos 2 y 4 del Art. 268 del COGEP que dispone: 
 
 

 
 Art. 268.- Casos. El recurso de casación procederá en los siguientes casos: 2. Cuando 

la sentencia o auto no contenga los requisitos exigidos por la ley o en su parte dispositiva se 

adopten decisiones contradictorias o incompatibles así como, cuando no cumplan el requisito 

de motivación  4. Cuando se haya incurrido en aplicación indebida, flata de aplicación o 

errónea interpretación de los preceptos jurídicos aplicables a la valoración de la prueba, 

siempre que hayan conducido a una equivocada aplicación o a la no aplicación de normas de 
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El numeral segundo se refiere a la transgresión de normas relacionadas con la estructura, 

contenido y forma de la sentencia o auto, la que podría configurarse de tres formas: 1) por 

defectos en la estructura del fallo que se dan por la falta de requisitos exigidos por la ley para 

la sentencia o auto; 2) por incongruencia en la parte dispositiva del fallo en cuanto se adopten 

resoluciones contradictorias o incompatibles; y, 3) cuando la sentencia no cumpla el requisito 

constitucional y legal de la debida motivación. 

 

 
El numeral cuarto recoge lo que la doctrina califica como violación indirecta a la norma 

sustantiva en que se produce un error en la apreciación de la prueba y, a consecuencia de tal 

yerro deja de aplicar al caso del pleito la norma sustantiva que lo rige o la aplica en forma 

equivocada (Hernando Morales Molina.  Técnica de la Casación  . Ediciones Academia 

Colombiana de Jurisprudencia. Colección Clásicos. Bogotá-Colombia. 2014) 

 

 
6.2. CASO 2 DEL ART. 268 DEL COGEP.- Esta Sala Especializada pasa a conocer los yerros 

acusados por la casacionista; a fin de establecer si se ha configurado el cargo alegado, esto es, 

la falta de requisitos exigidos en por la ley que han de cumplir las sentencias, se hacen las 

siguientes consideraciones: 

 

 
6.2.1. Normas de derecho infringidas.- El recurrente estima que se ha infringido el art. 164 inciso 

tercero del COGEP, de cuyo contenido se tiene: 

 

 
Código Orgánico General de Procesos 

 
 

 
 Art. 164.- Valoración de la prueba.  La o el juzgador tendrá la obligación de expresar 

en su resolución, la valoración de todas las pruebas que le hayan servido para justificar su 

 

 
6.2.2. El cuestionamiento de la recurrente, gira en torno a que la decisión judicial constante en la 

sentencia impugnada se basó en la enunciación del informe pericial realizado por la perito Ec. 

Silvia Solano Hidalgo y en la falta de explicación, que debía hacer el Tribunal de instancia, 
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para identificar cuál de los documentos actuados como prueba documental practicada en 

audiencia de juicio, le sirvieron de medio probatorio para justificar su decisión. Revisada la 

sentencia por esta Sala de Casación se puede determinar que el Juzgador de instancia, a partir 

del numeral 7.5, hace una relación de los documentos que fueron considerados por éste para 

sustentar su decisión; en efecto, en el análisis que realiza respecto al ejercicio fiscal del año 

2015, examina la resolución en la que se atiende el reclamo formal de pago en exceso y los 

documentos de sustento así como el informe pericial presentado; señala como prueba aportada 

dentro del proceso los contratos de distribución de la compañía DIPOR, las certificaciones 

emitidas por sus proveedores, las facturas de compra de productos, comprobantes de 

retención, guías de remisión y movimientos de bodega, facturas de venta, mayores de compra, 

entre otros documentos. En cuanto a las retenciones en la fuente del impuesto a la renta del 

ejercicio 2015, el Tribunal de instancia hace referencia a las retenciones en la fuente 

constantes en los mayores contables y cuyos valores en parte fueron validados por el SRI, 

también se refiere al informe pericial en relación al pago en exceso reclamado por el ejercicio 

fiscal 2016. Respecto al ejercicio fiscal 2018, el Tribunal de instancia hace referencia al 

informe de la perito, los comprobantes de retención validados por el SRI, los comprobantes 

físicos de retención originales presentados por la compañía actora, además de que para 

sustentar su decisión refiere a los documentos comerciales, legales y contables como 

elementos probatorios, entre los que hace especial referencia, al informe presentado por la 

perito designada. De otra parte, del contenido del recurso se advierte que, la entidad 

recurrente sostiene que, las pruebas deben cumplir los requisitos mínimos contenidos en los 

numerales 4, 5 y 6 del art. 224 del COGEP y numeral 4 del art. 21 de la Resolución 040-2014 

del Consejo de la Judicatura, si tomar en cuenta que, no se puede discutir la validez de una 

prueba que fue admitida en instancia por reunir las condiciones de útil, pertinente y 

conducente, circunstancias que no guardan relación con el caso 2 del art. 268 del COGEP. 

 
6.2.3. Tal como se manifestó en la Introducción del análisis del caso 2, esta causal se refiere a los 

defectos en la estructura del fallo que se dan por la falta de requisitos exigidos por la ley o por 

incongruencia en la parte dispositiva del fallo en cuanto se adopten resoluciones 

contradictorias o incompatibles, de ahí que la Corte Constitucional sobre este vicio ha 

manifestado:  24. Cabe señalar, además, que para la Corte la garantía de la motivación no 

se refiere a la corrección del razonamiento judicial, sino, exclusivamente, a explicar de forma 

suficiente los fundamentos de la decisión  (Sentencia No. 1507-15-EP/21 de 20 de 

enero de 2021). Visto los antecedentes y el precedente transcrito, se concluye que no se ha 

configurado el vicio denunciado por el SRI. 
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6.3. CASO 4 DEL ART. 268 DEL COGEP. Corresponde analizar el vicio sobre la falta de 

aplicación de los arts. 164 inciso segundo y 224 numerales 4, 5 y 6 del COGEP, 21 numeral 4 

de la Resolución 40-2014 emitido del Consejo de la Judicatura que condujo a la no aplicación 

de los arts. 7 de la Resolución NAC-DGERCGC-16-00000126, 98 del Reglamento a la Ley de 

Régimen Tributario Interno, 89 del Código Tributario, 101 de la Ley de Régimen Tributario 

Interno, 1 de la Resolución NAC-DGERCGC13-00765; y, 82, 83 y 84 del Código Tributario. 

 
6.3.1. Normas de derecho infringidas.- La administración tributaria considera que, se han infringido 

las normas legales de cuyo contenido se tiene: 

 
Código Orgánico General de Procesos 

 
 

 Art. 164.- Valoración de la prueba. Para que las pruebas sean apreciadas por la o el 

juzgadores deberá solicitarse e incorporarse dentro de los términos señalados en este 

Código. La prueba deberá ser apreciada en conjunto, de acuerdo con las reglas de la sana 

crítica, dejando a salvo las solemnidades prescritas en la ley sustantiva para la existencia o 

validez de ciertos actos. La o el juzgador tendrá obligación de expresar en su resolución, la 

valoración de todas las pruebas que le hayan  

 
 Art. 224.- Contenido del informe pericial. Todo informe pericial deberá contener, al 

menos, los siguientes elementos: 4. La explicación de los hechos u objetos sometidos a 

análisis. 5. El detalle de los exámenes, métodos, prácticas e investigaciones a las cuales ha 

sometido dichos hechos u objetos. 6. Las razonamientos y deducciones efectuadas para llegar 

 

 
Resolución 40-2014 

 
 

 Art. 21.- Contenido del informe pericial. Los requisitos mínimos obligatorios de todo 

informe pericial son los siguientes: 4. Parte de inclusión de documentos de respaldo, 

anexos, o explicación de criterios técnicos, deberá sustentar sus conclusiones ya sea con 

documentos y objetos de respaldo (fotos, láminas demostrativas, copias certificadas de 

documentos, grabaciones de audio y video, etc.); y/o con la explicación clara de cuál es el 

sustento técnico o científico para obtener un resultado o conclusión específica. Se debe 

exponer claramente las razones especializadas del perito para llegar a la conclusión 
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correspondiente. No se cumplirá con este requisito si no se sustenta la conclusión con 

documentos, objetos o con la explicación técnica y científica exigida en este  

 
Resolución NAC-DGERCGC-16-00000126 

 
 

 Art. 7.- Tratamiento para actividades similares a la de comisionista.- De conformidad con 

el reglamento, se entenderá como actividades similares a las de comisión a las realizadas por 

aquel operador económico que se dedique exclusivamente a la distribución al por mayor de 

bienes o servicios, que no realice ventas directas a consumidores finales, que los bienes o 

servicios distribuidos hayan sido producidos o prestados originalmente por sujetos pasivos 

establecidos o residentes en el Ecuador y que el fabricante o prestador del servicio o quien le 

anteceda en la cadena de comercialización sea establecido o residente en el Ecuador y le 

reconozca un importe, margen o descuento en el valor de la comercialización. Cuando el 

sujeto pasivo que realice las actividades similares a las de comisión mantenga un alto índice 

de rotación de inventarios y un margen de utilidad bruta bajo con relación al volumen de 

ventas, el cálculo del anticipo no considerará el rubro del total de ingresos gravables, sino 

que directamente utilizará el 0.4% sobre su margen de utilidad bruta; respecto a los costos y 

gastos, se tomarán en consideración aquellos distintos al costo de venta. Además deberá 

tomar en cuenta el activo total y el patrimonio total registrados en su contabilidad para el 

cálculo del anticipo del impuesto a la renta de conformidad con la Ley de Régimen Tributario 

 

 
Resolución NAC-DGERCGC-13-00765 

 
 

 Art. 1.- De conformidad con el quinto inciso del artículo 101 de la Codificación de la Ley de 

Régimen Tributario Interno y su Reglamento de aplicación, los errores en una declaración de 

impuestos, cuya solución no modifique el impuesto a pagar o implique diferencias a favor del 

contribuyente o modifique la pérdida o el crédito tributario en más o en menos, podrán 

enmendarse dentro del año siguiente a la presentación de la declaración original, a través de 

la presentación de una (1) sola declaración constitutiva. En consecuencia, las declaraciones 

sustitutivas adicionales que se presenten dentro de dicho año, o aquellas presentadas fuera 

del mismo, no tendrán validez para efectos  

 
Reglamento de Aplicación a la Ley de Régimen Tributario Interno 
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 Art. 98.- Sustento de crédito tributario. Únicamente los comprobantes de retención en la 

fuente originales o copias certificadas por Impuesto a la Renta emitidos conforme las normas 

de la Ley de Régimen Tributario Interno, este Reglamento y el Reglamento de Comprobantes 

de Venta y de Retención, justificarán el crédito tributario de los contribuyentes, que lo 

utilizarán para compensar con el Impuesto a la Renta causado, según su declaración anual. 

El contribuyente deberá mantener en sus archivos dichos documentos por el período 

 
Código Tributario 

 
 

 Art. 82.- Presunción del acto administrativo. Los actos administrativos tributarios gozarán 

de las presunciones de legitimidad y ejecutoriedad y están llamados a cumplirse; pero serán 

ejecutivos, desde que se encuentren firmes o se hallen ejecutoriados. Sin embargo, ningún 

acto administrativo emanado de las dependencias de las direcciones y órganos que 

administren tributos, tendrán validez si no han sido autorizados o aprobados por el 

respectivo director general o funcionario debidamente  

 
 Art. 83.- Actos firmes. Son actos administrativos firmes, aquellos respecto de los cuales no 

se hubiere presentado reclamo alguno, dentro del plazo que la ley  

 
 Art. 84.- Actos ejecutoriados. Se considerarán ejecutoriados aquellos actos que consistan 

en resoluciones de la administración, dictados en reclamos tributarios, respecto de los cuales 

no se hubiere interpuesto o no se hubiere previsto recurso ulterior, en la misma vía 

 

 
 Art. 89.- La determinación por el sujeto pasivo se efectuará mediante la correspondiente 

declaración que se presentará en el tiempo, en la forma y con los requisitos que la Ley o los 

Reglamentos exijan, una vez que se configure el hecho generador del tributo respectivo. La 

declaración así efectuada, es definitiva y vinculante para el sujeto pasivo, pero se podrá 

rectificar los errores de hecho o de cálculo en que se hubiere incurrido, dentro del año 

siguiente a la presentación de la declaración, siempre que con anterioridad no se hubiere 

 

 
Ley de Régimen Tributario Interno 
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 Art. 101.- Responsabilidad por la declaración. La declaración hace responsable al 

declarante y, en su caso, al contador que firme la declaración, por la exactitud y veracidad 

 

 
6.3.2. Alcance doctrinario del error.- Muchos autores y estudiosos del tema se han pronunciado 

sobre el vicio alegado, efectivamente, sobre la falta de aplicación de normas el autor 

  . Bogotá-Colombia. 

Ediciones Jurídicas Gustavo Ibáñez C. Ltda. Pág. 327) sostiene que esta consiste en: 

 
  el juez, al dictar su sentencia, la primera investigación que debe hacer consiste en la 

selección de la norma aplicable, o sea determinar la existencia y validez de ésta. Será 

necesario entonces que considere los problemas de la ley en el tiempo y en el espacio, 

 

 
Sobre este error, el autor Luis Armando Tolosa Villabona en la obra  Teoría y Técnica de la 

 . 2008. Bogotá-Colombia. Ediciones Doctrina y Ley Ltda. Pág. 361, sostiene: 

 
 Según la doctrina y la jurisprudencia, en consonancia con los dispositivos legales, ocurre la 

infracción directa  , por haberla ignorado el sentenciador o por no haberle reconocido 

validez, sea por desconocimiento del fallador o por abierta rebeldía contra el precepto  

 
La falta de aplicación  ocurre cuando el sentenciador niega en el fallo la existencia de un 

precepto, lo ignora frente al caso debatido. Es error contra ius, es rebeldía y 

desconocimiento de la norma. Es error de existencia de la norma por haberse excluido de 

 

 
Luis Cueva Carrión, al referirse a las condiciones legales para la existencia del vicio referente 

a la prueba señala que:  Nótese que aquí se exige la existencia de dos tipos de violación: a) 

de las normas que rigen la valoración de la prueba (derecho adjetivo); y, b) de las normas de 

derecho material (derecho sustantivo). Además, la violación debe haberse producido en el 

mismo orden de sucesión: primero, la violación de las normas que rigen la valoración de la 

prueba; y, segundo, la violación de las normas de derecho material, de tal manera que, la 

primera es la causa de la segunda violación. Por lo tanto, si solamente existe la primera 

violación y no la segunda, no procede la causal de casación; o si solamente la violación es 
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del derecho material no se puede fundar el recurso de casación en esta causal sino en la 

 

 
6.3.3. En conclusión, en esta causal debe detallarse, al igual que se lo hace con el caso 5 del art. 268 

del COGEP la norma de derecho sustantivo violentado, con la diferencia de que en la causal 4 

el recurrente no puede efectuar un ataque directo a la forma en que el fallo de instancia dejó 

de aplicar la norma sustantiva sino que la argumentación tiene que partir de que esa violación 

a la norma sustantiva fue una consecuencia de una violación a la norma referente a la 

valoración de la prueba. 

 
6.3.4. Análisis del caso subjudice.- Para demostrar el vicio al amparo del caso 4 del art. 268 del 

COGEP, siguiendo la línea jurisprudencial de esta Sala Especializada de lo Contencioso 

Tributario, la proposición jurídica debe contener como mínimo los siguientes puntos: 1. 

Identificar de forma precisa el medio de prueba que a su juicio no ha sido valorado en la 

sentencia. 2. Determinar con precisión la norma procesal sobre valoración de la prueba que ha 

sido violada. 3. La demostración lógica y jurídica de la forma cómo ha sido violentada la 

norma sobre la valoración del medio de prueba respectivo; y, 4. La identificación de la norma 

sustantiva o material que ha sido aplicada erróneamente o que no ha sido aplicada a 

consecuencia del yerro en la valoración probatoria. 

 
6.3.5. Esta Sala Especializada, en la verificación del cumplimiento de estos requisitos mínimos, 

observa que: 

 
i) Respecto de la identificación de los medios de prueba no valorados, la administración 

tributaria recurrente, en el recurso presentado así como en el escrito de aclaración, no los 

identifica plenamente como era su obligación, pues sus argumentos se limitan a señalar lo que, 

a su criterio, son las normas procesales violentadas expuestas en el recurso y han sido 

consideradas en el fallo escrito; de todos los cuales se evidencia que no llega a identificar el o 

los medios de prueba no valorados por la sentencia recurrida, es más esta Sala de Casación 

considera como se expuso anteriormente, que las pruebas admitidas en la audiencia preliminar 

y evacuadas en la audiencia de juicio que le sirvieron para emitir el fallo fueron calificadas 

por el Tribunal como útiles, pertinentes y conducentes, por tanto no son impugnables por la 

falta de aplicación del inciso segundo del art. 164 del COGEP. 

 
6.3.6. En consecuencia, al no haberse configurado la primera condición del test fijado por esta Sala de 
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Casación para que prospere el caso 4 del art. 268 del COGEP, no es necesario continuar con 

las siguientes tres condiciones que lo conforman por la supuesta falta de aplicación del art. 

164 del COGEP, pues se encuentra inhabilitada de entrar de realizar el análisis de la 

consecuencia de dicho; es decir la  en  de varias normas legales 

y reglamentarias de carácter sustantivo. 

 
Con los antecedentes expuestos, esta Sala de Casación resuelve que no se han configurado los 

vicios denunciados, por los cargos contemplados en los numerales 2 y 4 del art. 268 del 

COGEP y se rechaza el recurso propuesto por el Servicio de Rentas Internas. 

7.- FUNDAMENTACIÓN DEL RECURSO DE CASACIÓN PRESENTADO POR 

LA COMPAÑÍA ACTORA DIPOR S.A. 

 
7.1. Argumentos de la parte recurrente por el vicio señalado. El procurador judicial de la 

compañía actora sostiene que, en el presente caso, no existe un error de selección ya que la 

norma citada en efecto está siendo utilizada para el caso que efectivamente contempla, sin 

embargo, el Tribunal A quo restringe su sentido al pasar por alto su verdadero alcance 

respecto del valor que finalmente ordena que le sea devuelto a DIPOR S.A. Respecto de los 

valores impugnados correspondientes a los ejercicios fiscales 2015, 2016 y 2018 el Tribunal 

de instancia concluye que no se consideran los valores de USD 24.512.62 por el ejercicio 

fiscal 2015; USD 36.829.67 por el ejercicio fiscal 2016; y USD 49.295.70 por el ejercicio 

fiscal 2018, por no haber formado parte del análisis en las resoluciones impugnadas, por lo 

que, el SRI deberá proceder a liquidar los valores a que tiene derecho la parte actora, tanto por 

anticipo de impuesto a la renta como de retenciones en la fuente, que han sido justificadas en 

la presente causa, a través del informe pericial practicado por la perito de la parte actora, salvo 

el valor que no fue considerado por la administración demandada como parte del reclamo 

formal de pago en exceso de los referidos ejercicios económicos. Dice que lo resuelto recoge 

el criterio del SRI aplicado en sede administrativa, por lo que, se ignora el sentido explícito y 

verdadero alcance del art. 123 del Código Tributario, pues en el caso, lo aplica como 

fundamento para reconocer la existencia del pago en exceso a favor de DIPOR, sin embargo, 

limita injustificadamente su alcance, apartándose de lo que ésta norma expresamente regula 

para establecer el valor a devolverse, pues ordena el reintegro de un rubro menor del que 

validó para cada ejercicio fiscal. Esta interpretación es restrictiva ya que mantiene un enfoque 

de análisis, que utiliza una lectura del texto de la norma sin develar su sentido pleno, 

argumentando determinada atribución de significado que contraría o restringe el verdadero 
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alcance de sus enunciados. Sostiene que es necesario recurrir a los métodos de interpretación 

judicial prescritos en el Código Civil. La premisa jurídica de verificación en materia 

contencioso tributario tiene su fundamento en el art. 13 del Código Tributario, por lo que, el 

Tribunal de instancia debió atender el sentido completo de la norma en cuestión, según la 

prelación de las reglas de interpretación judicial prescritas en el art. 18 del Código Civil. El 

Tribunal de instancia debió cumplir con acatar el sentido literal del art. 123 del Código 

Tributario y su objetivo, estableciendo en sentencia que el derecho la devolución de los 

valores pagados en exceso por DIPOR, no se encuentran limitados por el fraccionamiento de 

la obligación realizado por el SRI, ya que en función de la norma ibídem, corresponde el 

reintegro de los pagos en exceso en virtud de lo que consta en los registros de la compañía; y, 

finalmente, ordenar la devolución de la totalidad del saldo a favor que afirma haber validado, 

esto es, USD 691.600,92; USD 962.191.02; y, USD 1.027.585.99 en los ejercicios fiscales 

2015, 2016 y 2018, respectivamente. Dice que la interpretación errónea y restrictiva conllevó 

a que se disponga la devolución de valores menores a los justificados por DIPOR a través del 

informe pericial que valida y acoge el Tribunal de instancia. Solicita se case la sentencia y se 

disponga se deje sin efecto las Resoluciones No. 109012020RREC125346, 

109012020RREC210646 y 109012020RREC216979, se devuelvan los valores alegados. 

 

 
7.2. Contestación del recurso por parte demandada. El procurador fiscal de la autoridad 

demandada manifiesta que, el Tribunal Contencioso Tributario interpreta apropiadamente el 

art. 123 del Código Tributario cuando fundamenta su sentencia. El SRI en uso de sus 

facultades, no puede resolver más allá de lo que le permite su facultad resolutiva y es así que 

actúa ante la solicitud de devolución realizada por la compañía actora y en consecuencia ante 

el reclamo presentado, quien en nombre de una errónea interpretación de la norma alegada, 

pretende que se le devuelva un valor que no fue solicitado en el momento oportuno. 

 

 
8. Problema jurídico 

 
 

 
8.1. Determinar si la sentencia impugnada ha incurrido en el vicio señalado en el numeral 5 del art. 

268 del COGEP, esto es, la errónea interpretación del art. 123 del Código Tributario. 
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9. Análisis de esta Sala de Casación 
 
 

 
9.1. El recurso de casación se fundamenta en el caso 5 del art. 268 del COGEP que dispone: 

 
 

 
 Art. 268.- Casos. El recurso de casación procederá en los siguientes casos: 5. Cuando 

se haya incurrido en aplicación indebida, falta de aplicación o errónea interpretación de 

normas de derecho sustantivo, incluyendo los precedentes jurisprudenciales obligatorios, que 

hayan sido determinantes en la parte dispositiva de la sentencia o  

 

 
El numeral cinco contiene los denominados errores in iudicando en la sentencia, en otras 

palabras, la violación directa de la norma sustantiva señalada por el recurrente. De 

configurarse el yerro jurídico de la sentencia ésta debe ser corregida; para que se configure el 

mismo se requiere la presencia de dos elementos: el primero, que debe haber violación directa 

de las normas sustantivas en la sentencia impugnada; y, el segundo, que la transgresión haya 

sido determinante en la parte resolutiva del fallo recurrido. 

 

 
9.2. Norma de derecho infringida.- La parte recurrente estima que se ha infringido la norma de cuyo 

contenido se tiene: 

 

 
Código Tributario 

 
 

 
 Art. 123.- Pago en exceso. Se considerará pago en exceso aquel que resulte en demasía en 

relación con el valor que debió pagarse al aplicar la tarifa prevista en la ley sobre la 

respectiva base imponible. La administración tributaria, previa solicitud del contribuyente, 

procederá a la devolución de los saldos en favor del éste, que aparezcan como tales en sus 

registros, en los plazos y en las condiciones que la ley y el reglamento determinen, siempre y 

cuando el beneficiario de la devolución no haya manifestado su voluntad de compensar 

dichos saldos con similares obligaciones tributarias pendientes o futuras a su cargo. Si el 

contribuyente no recibe la devolución dentro del plazo máximo de seis meses de presentada 
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la solicitud o si considera que lo recibido no es la cantidad correcta, tendrá derecho a 

presentar en cualquier momento un reclamo formal para la devolución, en los mismos 

 

 

 
9.3. Alcance doctrinario del error.- Muchos autores y estudiosos del tema se han pronunciado 

sobre el vicio alegado, por ejemplo, lo dice el jurista ecuatoriano Luis Cueva Carrión en su 

obra  La casación en materia (Ediciones Cueva Carrión. 2011. Pág. 226):  El error in 

iudicando tiene relación directa con el derecho sustantivo o de fondo; es el que se comete al 

violar las normas jurídicas de derecho sustantivo o material. Es el defecto en el juicio de 

 

 

 
Respecto a la errónea de interpretación de normas sustantivas alegada por la recurrente, la 

Corte Nacional de Justicia en sentencia de 6 de julio del 2021, dentro del juicio No. 09504- 

2012-004, ha manifestado: 

 Se trata de la exégesis equivocada de la norma en su contenido mismo, independientemente 

de las cuestiones de hecho debatidas en la sentencia y del caso que trata de regular. La 

norma jurídica es la que gobierna el asunto pero en sentido diverso, por lo tanto, yerra en el 

enfoque verdadero de ella, en su espíritu y alcances. Hay entonces insuficiencia del juicio o 

exceso en formularlo. El sentenciador acierta en la norma pero falla en su verdadero 

 

 

 
9.4. Es importante, como lo exige la técnica casacional, señalar que este es el caso que tiene como 

limitante la revaloración de las pruebas y debe ser planteado a partir de hechos probados en la 

sentencia; efectivamente, consta en el proceso como tales: (i) La compañía actora interpuso un 

reclamo formal de pago en exceso tendiente a que se le reintegre la cantidad de USD 

692.056.17 por concepto de impuesto a la renta del año fiscal 2015. (ii) El SRI, en la 

resolución impugnada, sobre el valor solicitado en devolución de USD 667.743.55 informa al 

contribuyente que, (trámite 109012019212976) fue atendido mediante Resolución 

109012020REEC125346,enlaque, el monto solicitado ha sido fraccionado de la siguiente 

manera: la cantidad de USD 24.512.62 será atendido por el Departamento de Devoluciones y 

el monto de USD 667.543 será atendido por el Departamento de Reclamos. (iii) En base al 

informe pericial y de la prueba documental se considera que la actora ha justificado el valor 
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que tiene de pago en exceso reclamado y que fue negado por el SRI en la resolución 

impugnada, esto es de USD 926.986.52. iv) Se ratifica el criterio de la administración 

tributaria, respecto al valor de 49.295.70, que no fueron incluidos en el reclamo formal de 

pago en exceso, en virtud de que sobre dicho valor no se realizó previamente la solicitud de 

devolución, sin lo cual no podía presentar la reclamación formal, más aún que sobre dicho 

valor se TRAMITÓ la respectiva solicitud de devolución. v) El Tribunal no considera los 

valores de USD 24.512.62, por el ejercicio fiscal 2015; USD 36.829.67, por el ejercicio fiscal 

2016; y USD 49.295.70 por el ejercicio fiscal 2018, por no haber formado parte del análisis en 

las resoluciones impugnadas, como parte del reclamo formal de pago en exceso de los 

ejercicios 2015, 2016 y 2018. 

 

 
9.5. Análisis del caso sub judice. Con los argumentos de la casacionista, esta Sala Especializada 

delimita el análisis a determinar si la sentencia expedida por el Tribunal Distrital de lo 

Contencioso Tributario con sede en el cantón Guayaquil, ha incurrido en un vicio de errónea 

interpretación del art. 123 del Código Tributario. 

 

 
9.6. Para que prospere el vicio denunciado debe demostrarse que el juzgador de instancia le ha 

dado a esa norma un alcance mayor o distinto al determinado por el legislador. Esta Sala de 

Casación, en sus fallos, ha considerado que la fundamentación técnico-jurídica de este caso 

debe orientarse a demostrar la existencia del error de interpretación por parte del juez de 

instancia, por tanto, el casacionista tendrá que explicar cuál es el sentido o alcance correcto de 

la norma y, concomitantemente, demostrar la incidencia o trascendencia del vicio en la 

decisión del juzgador. El cumplimiento de todos estos requisitos permite a la Sala analizar la 

existencia o no del yerro alegado. 

 

 
9.7. El recurrente cuestiona la sentencia porque, según él, el Tribunal de instancia interpretó 

erróneamente la disposición del art. 123 del Código Tributario que regula el pago en exceso, 

por cuanto, se ha restringido el sentido y alcance del derecho que tiene DIPOR al reintegro 

total de los valores pagados en exceso, pues ordena la devolución de un monto menor al que la 

propia sentencia determinó en su fallo y que fue pagado en exceso por su representada. La 

controversia gira en torno a la interpretación del referido artículo que, regula el pago en 

exceso el cual puede ser reclamado por los contribuyentes que consideran que el realizado 



Viernes 25 de septiembre de 2026 Edición Jurídica Nº 309 - Registro Oficial

34 

resulta en demasía en relación con el valor que debió pagarse al aplicar la tarifa prevista en la 

ley sobre la respectiva base imponible.

La empresa casacionista sostiene que para resolver la litis debió atender el sentido completo 

de la disposición del art. 13 del Código Tributario que, en general, refiere a los métodos de 

interpretación de la norma tributaria que no son otros que, los métodos admitidos en Derecho, 

principio legal que se fundamenta en la unidad esencial del Derecho e implica que las leyes 

tributarias deben ser interpretadas siguiendo los criterios consagrados para todas las demás 

ramas de la ciencia jurídica. La hermenéutica jurídica tributaria, admite varios criterios de 

interpretación que han sido reconocidos por la doctrina especializada y que se remiten a las 

reglas de interpretación judicial prescritas en el art. 18 del Código Civil, sin embargo, al 

amparo de lo dispuesto en el art. 13 del Código Tributario, le corresponde al intérprete de la 

norma, en su ejercicio hermenéutico, escoger el método de interpretación que se adecue a los 

fines de la ley tributaria y su significación económica; el criterio que se adopte para esta 

operación jurídica tiene el objetivo de conocer y desentrañar el significado que el legislador 

quiso dar a la norma interpretada. 

 

 
9.8. En el presente caso, el Tribunal de instancia, en base a las pruebas documentales practicadas por 

las partes, el informe pericial presentado por la Econ. Silvia Solano Hidalgo, y del contenido 

del texto del art. 123 del Código Tributario toma la decisión constante en la parte resolutiva de 

la sentencia, al no considerar que  los valores de USD 24.512.62, por el ejercicio fiscal 2015; 

USD 36.829.67, por el ejercicio fiscal 2016; y USD 49.295.70 por el ejercicio fiscal 2018, 

por no haber formado parte del análisis en las resoluciones impugnadas, como parte del 

reclamo formal de pago en exceso de los ejercicios 2015, 2016 y 2018  . (hecho probado), con 

lo cual se evidencia que, el Juzgador en base al hecho que hemos resaltado ha llegado a la 

conclusión de inadmitir la devolución de dichos valores, pues no fueron incluidos por la 

administración tributaria dentro del reclamo formal de pago en exceso, con lo cual, aún en el 

caso de que efectivamente haya sido erróneamente interpretado el art. 123 del Código 

Tributario, no fue la norma que decantó al Tribunal para decidir que no cabe admitir la 

pretensión de la empresa actora. Por las consideraciones expuestas, se rechaza el cargo 

alegado pues no se ha configurado el vicio denunciado al amparo del caso 5 del art. 268 del 

COGEP. 

 

 
10.- Decisión 



Viernes 25 de septiembre de 2026Registro Oficial - Edición Jurídica Nº 309

35 

10.1. Por los fundamentos expuestos, al tenor del artículo 273 del Código Orgánico General de 

Procesos, la Corte Nacional de Justicia, la Sala Especializada de lo Contencioso Tributario, 

ADMINISTRANDO JUSTICIA, EN NOMBRE DEL PUEBLO SOBERANO DEL 

ECUADOR, Y POR AUTORIDAD DE LA CONSTITUCIÓN Y LAS LEYES DE LA 

REPÚBLICA, resuelve: 
 
 

 
10.2. NO CASAR la sentencia dictada por el Tribunal Distrital de lo Contencioso Tributario con 

sede en el cantón Guayaquil, provincia de Guayas el 14 de junio del 2021 en el proceso No. 

09501-2020-00278. 

 

 
10.3. Sin costas. 

 
 

 
10.4. Comuníquese, publíquese y devuélvase a la Sala de origen. 

 
 

 
10.5. Actúe como Secretaria Relatora dentro de este proceso, la doctora Ligia Marisol Mediavilla en 

virtud de la Acción de Personal No. 838-UATH-2022-OQ de 28 de julio de 2022. 

 

 

RESUMEN 

 

La Administración casacionista alega que la sentencia recurrida no cumple con los requisitos exigidos por la ley 
(caso 2), así como la falta de aplicación de normas relativas a la valoración de la prueba que condujo a la no 
aplicación de normas sustantivas (caso 4).  De su parte, la empresa actora en su recurso, alega errónea 
interpretación de la norma relativa al pago en exceso (caso 5). Esta Sala considera que la sentencia contiene los 
requisitos exigidos en la ley y que existe error en la forma de interponer el recurso, por lo que, se desecha el 
propuesto por el SRI.  Sobre el recurso presentado por la empresa, se considera que la norma alegada por 
erróneamente interpretada no fue decisiva en la ratio decidendi de la sentencia, de ahí que, no se justifica el 
vicio alegado. 
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CORTE NACIONAL DE JUSTICIA. - SALA ESPECIALIZADA DE LO CONTENCIOSO 

TRIBUTARIO DE LA CORTE NACIONAL DE JUSTICIA. Quito, miércoles 13 de diciembre del 

2023, las 17h49. VISTOS: El Tribunal de la Sala Especializada de lo Contencioso Tributario de la 

Corte Nacional de Justicia, conformado por los jueces nacionales: doctora Rosana Morales Ordóñez 

(ponente), doctor Gustavo Durango Vela (E) y doctor José Suing Nagua, dictan la siguiente sentencia 

dentro de la causa No. 09501-2020-00293. 

1. Antecedentes procesales 
 

1.1. En el caso puesto en nuestro conocimiento, el Tribunal Distrital de lo Contencioso Tributario con 

sede en el cantón Guayaquil, provincia del Guayas, en la audiencia preliminar, conjuntamente con las 

partes procesales, se fijo el siguiente objeto de la controversia: 

tiene derecho al reintegro de los valores reclamados por pago indebido en concepto de impuesto a la 

renta del ejercicio económico 2018 así como establecer los efectos jurídicos en caso de que la 

 

 
1.2. En la sentencia recurrida se declara con lugar la demanda presentada por la Empresa pública 

Escuela de Conductores Profesionales ESPOL E.P., en contra de la Directora Zonal 8 del Servicio de 

Rentas Internas, en consecuencia se dispone el reintegro de USD 1.609,37 más los respectivos 

intereses de conformidad con lo previsto en el art. 22 del Código Tributario. 

1.3 El SRI, interpone recurso de casación contra la sentencia de 11 de marzo de 2021, a las 08h58, 

expedida por el Tribunal Distrital de lo Contencioso Tributario con sede en el cantón Guayaquil, 

provincia del Guayas; dentro del juicio No. 09501-2020-00293, argumentando el caso 2 del art. 268 

 

 
La Empresa pública Escuela de Conductores Profesionales ESPOL E.P., presentó demanda en contra 

de la Resolución No. 109012020RDEV258085 de fecha 28 de julio de 2020, en la cual se resolvió 

negar el reclamo de pago indebido por concepto de Impuesto a la Renta del año 2018. 

1.4. Mediante auto de 12 de diciembre del 2022, a las 11h32, dictado por el doctor Fernando Antonio 
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Escuela de Conductores Profesionales ESPOL E.P., en contra de la Directora Zonal 8 del Servicio de 

Rentas Internas, en consecuencia se dispone el reintegro de USD 1.609,37 más los respectivos 

intereses de conformidad con lo previsto en el art. 22 del Código Tributario. 

1.3 El SRI, interpone recurso de casación contra la sentencia de 11 de marzo de 2021, a las 08h58, 

expedida por el Tribunal Distrital de lo Contencioso Tributario con sede en el cantón Guayaquil, 

provincia del Guayas; dentro del juicio No. 09501-2020-00293, argumentando el caso 2 del art. 268 

 

 
La Empresa pública Escuela de Conductores Profesionales ESPOL E.P., presentó demanda en contra 

de la Resolución No. 109012020RDEV258085 de fecha 28 de julio de 2020, en la cual se resolvió 

negar el reclamo de pago indebido por concepto de Impuesto a la Renta del año 2018. 

1.4. Mediante auto de 12 de diciembre del 2022, a las 11h32, dictado por el doctor Fernando Antonio 
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Cohn Zurita, Conjuez Nacional de la Corte Nacional de Justicia, se admitió el recurso de casación 

interpuesto por el SRI, por el caso segundo del art. 268 del Código Orgánico General de Procesos 

  , por incumplir con el requisito de motivación; infringiendo los arts. 76.7.l) de la 

Constitución de la República del Ecuador y 89 del COGEP. 

2. Competencia 
 

Este Tribunal Especializado es competente para conocer y resolver el presente recurso de casación, en 

virtud de la Resolución No. 003-2021 de 26 de enero de 2021, mediante la que, el Pleno del Consejo 

de la Judicatura dispuso dar cumplimiento al mandamiento de ejecución expedido por el Tribunal de 

lo Contencioso Administrativo en la causa No. 17811-2014-0463, ratificado la continuación en el 

ejercicio de funciones de los doctores José Suing Nagua y Gustavo Durango Vela, Juez y Conjuez 

Nacionales, respectivamente; con Resolución No. 008-2021, de 28 de enero de 2021 el Pleno del 

Consejo de la Judicatura designó a la doctora Gilda Rosana Morales Ordóñez, Jueza Nacional; el 

Pleno de la Corte Nacional de Justicia, mediante Resolución No. 2 de 5 de febrero de 2021, e integró 

la Sala de lo Contencioso Tributario con los doctores Rosana Morales Ordóñez y José Suing Nagua; 

mediante Oficio No. 92-P-CNJ-2021, de 12 de febrero del 2021, el Presidente de la Corte Nacional de 

Justicia, llama a integrar la Sala al doctor Gustavo Durango Vela, en reemplazo de la doctora Ana 

María Crespo. 

2.1. Acta de sorteo y normas que determinan la competencia.- Sorteo de la causa número 09501- 

2020-00293, efectuado por la Presidencia de la Sala Especializada de lo Contencioso Tributario de la 

Corte Nacional de Justicia, el 22 de junio del 2023, mediante el que se radicó la competencia en este 

Tribunal de Casación. 

Esta Sala es competente para conocer este proceso, en atención a lo previsto en los artículos 184 

numeral 1 de la Constitución de la República Ecuador, 185 -segunda parte, número 1- del Código 

Orgánico de la Función Judicial, y artículo 269 del Código Orgánico General de Procesos (COGEP). 

 
 
 

3. Validez procesal 
 

En la tramitación del presente recurso extraordinario de casación, se han observado las solemnidades 

inherentes a esta clase de recursos, por lo que no existe nulidad alguna que declarar, como lo han 

corroborado las partes procesales en la audiencia llevada a cabo el día 12 de diciembre del 2023, a las 

10:00. 

4. Fundamentación del recurso de casación 
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4.1. El casacionista en la fundamentación del recurso argumenta que la sentencia de instancia incurre 

en el caso 2 del art. 268 del COGEP. Que detalla el considerando 7 de la sentencia. Que la sentencia 

señala que la actora es una empresa pública y, como tal, sus ingresos se encuentran exentos al tenor 

del numeral 2 del art. 9 de la Ley de Régimen Tributario Interno, sin perjuicio de que en sede 

administrativa el contribuyente no haya sustentado su derecho. Que los jueces no explican las razones 

para disponer el reintegro de $1.609,37, más intereses legales. Que tomando en cuenta el objeto de la 

controversia de "Determinar si la empresa accionante tiene derecho al reintegro de los valores 

reclamados por pago indebido en concepto de impuesto a la renta del ejercicio económico 2018 así 

como establecer los efectos jurídicos en caso de que la demanda sea  fácilmente podemos 

concluir que no sólo debía motivarse el reconocimiento del derecho mencionado, sino también los 

consecuentes efectos jurídicos de la decisión adoptada, lo cual habría ocurrido en el evento que se 

hubiese verificado que el cálculo del monto a reintegrar alegado por la contraparte es correcto. En 

otras palabras, la sentencia carece de una completa motivación. Que para el órgano judicial, la simple 

referencia al numeral 2 del art. 9 de la Ley de Régimen Tributario Interno es suficiente para haber 

dispuesto el reintegro de USD 1.609,37 más intereses legales, sin tener la obligación de revisar los 

antecedentes de hecho del caso concreto que denoten la exactitud del monto de reintegro pretendido 

por el accionante. Que es un requisito indispensable que las resoluciones o fallos de los poderes 

públicos se encuentren motivados. Que en la sentencia recurrida no encontramos el cumplimiento de 

tal disposición porque no existe una pertinencia de los hechos con el derecho, y esto al no haberse 

justificado la validez del monto a reintegrar fijado en la demanda. Que la sentencia recurrida contiene 

criterios y resuelve cuestiones sin justificar y armonizar el derecho con los hechos suscitados. De allí 

que ésta no cumpla con los preceptos consagrados en constitución sobre la motivación de los actos, 

resoluciones y fallos de los poderes públicos, ni con lo prescrito por el art. 89 del COGEP, incurriendo 

así en el numeral 2 del artículo 268 del COGEP, esto es por falta de motivación y claridad de los 

fundamentos sobre los cuales sostiene su decisión. Que la falta de motivación de la sentencia incide en 

el reconocimiento de un monto a reintegrar que no ha sido verificado oportunamente por quienes 

tienen competencia para tal efecto, esto es los Jueces del Tribunal Distrital No. 2 de lo Contencioso 

Tributario. 

4.2. La Empresa pública Escuela de Conductores Profesionales ESPOL E.P., no presenta contestación 

alguna al recurso de casación planteado. 

5. Problema jurídico 

 
5.1. Determinar si la sentencia objeto del recurso de casación, incurre en el caso 2 del art. 268 del 

COGEP, por falta de motivación de la sentencia, violentado los arts. 76.7.l) de la Constitución de la 
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República del Ecuador y 89 del COGEP. 

6. Análisis del Tribunal de casación 
 

6.1. El recurso de casación interpuesto se fundamenta en el caso 2 del art. 268 del Código Orgánico 

General de Procesos que establece: casación procederá en los 

siguientes casos: 2. Cuando la sentencia o auto no contenga los requisitos exigidos por la ley o en su 

parte dispositiva se adopten decisiones contradictorias o incompatibles así como, cuando no cumplan 

. 

6.1.1. El caso 2 del art. 268 del COGEP, se configura de tres formas: Por defectos en la estructura del 

fallo que se dan por la falta de requisitos exigidos por la ley para la sentencia o auto; por 

incongruencia en la parte dispositiva del fallo, en cuanto se adoptan resoluciones contradictorias o 

incompatibles; y cuando no cumplan con el requisito de motivación. En el caso se alega el 

incumplimiento del requisito de motivación. 

6.2. El recurrente manifiesta que se ha violentado la siguiente norma: 

CONSTITUCIÓN DE LA REPÚBLICA DEL ECUADOR  

 Art. 76.- En todo proceso en el que se determinen derechos y obligaciones de cualquier 

orden, se asegurará el derecho al debido proceso que incluirá las siguientes garantías 

básicas: 

7. El derecho de las personas a la defensa incluirá las siguientes garantías: 
 

l) Las resoluciones de los poderes públicos deberán ser motivadas. No habrá motivación sin 

en la resolución no se enuncian las normas o principios jurídicos en que se funda y no se 

explica la pertinencia de su aplicación a los antecedentes de hecho. Los actos 

administrativos, resoluciones o fallos que no se encuentren debidamente motivados se 

 

CÓDIGO ORGANICO GENERAL DE PROCESOS. 

 
 Art. 89.- Motivación. Toda sentencia y auto serán motivados, bajo pena de nulidad. No 

habrá tal motivación si en la resolución no se enuncian las normas o principios jurídicos en 

que se funda y no se explica la pertinencia de su aplicación a los antecedentes de hecho. Las 

sentencias se motivarán expresando los razonamientos fácticos y jurídicos, que conducen a la 

apreciación y valoración de las pruebas como a la interpretación y aplicación del derecho. 

La nulidad por falta de motivación única y exclusivamente podrá ser alegada como 
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fundamento del recurso de apelación o causal del recurso de  . 

 
6.3.  el conjunto de 

razonamientos de hecho y de derecho en los cuales el juez apoya su decisión y que constituye una 

 (Fernando De la Rúa, El 

Recurso de Casación, Víctor P. de Zavala, Editor, Buenos Aires, 1968, página 363). 

6.3.1. Para  El Derecho Procesal Constitucional, El Debido 

 , Rubinzal - Culzoni Editores, Buenos Aires-Argentina, 2004, p. 428; la motivación, que no 

es otra cosa que   la progresividad del derecho de las partes y la obligación constitucional de los 

jueces de motivar los fallos, plantea la naturaleza que tiene este deber fundamental. No se trata de 

contabilizar una simple fundamentación que puede resultar suficiente con la aplicación mecánica de 

la ley, sino de analizar si dicha exigencia radica en una necesidad política propia de la justificación 

de los actos de un poder del Estado, o significa establecer una garantía constitucional que forma 

parte de un conjunto de mayor contenido en el principio del debido . 

6.3.2. La Corte Constitucional, considera que, basta que exista una descripción de los hechos, una 

norma, y una justificación lógica de la relación entre los hechos y la norma para que la conclusión sea 

motivada: La motivación constituye un elemento básico en toda decisión judicial, cuya 

importancia radica en el hecho de dar a conocer a las personas los motivos por los cuales se expidió 

una decisión determinada. La motivación no puede limitarse a citar normas y resumir los 

antecedentes del caso, sino que exige justificar por medio de un análisis lógico y coherente la 

resolución a la que arribó, mediante la explicación de la pertinencia de la aplicación de las normas a 

los  (párrafo 46 de la sentencia No. 274-13-EP/19 emitida el 18 de octubre de 2019, Registro 

Oficial, Edición Constitucional No. 22, del martes 19 de noviembre de 2019; cuyo sentido ha sido 

reiterado en el párrafo 32 del fallo 1357-13-EP/20, Registro Oficial, Edición Constitucional No. 34, 

del martes 28 de enero de 2020). 

 
6.3.3. La sentencia de instancia luego de detallar los argumentos de las partes procesales, establece la 

validez del proceso y los hechos probados, relevantes para la resolución. 

6.3.4. En el considerando 7 de Motivación, inicia su análisis detallando varios conceptos 

constitucionales que deben aplicarse a las controversias jurídicas; determina que las presunciones de 

validez y ejecutoriedad de los actos administrativos de contenido tributario, no están por encima de la 

máxima presunción de buena fe, inocencia y correcto actuar de los sujetos pasivos; y que estas quedan 

suspendidas cuando un sujeto pasivo impugna un acto de la Administración Tributaria ante un Juez; y 

que de conformidad al segundo inciso del art. 311 del COGEP, respecto de los actos administrativos 
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impugnados, corresponderá a la administración la prueba de los hechos o actos del contribuyente de 

los que concluya la existencia de la obligación tributaria y su cuantía. Además determina doctrina 

pertinente respecto a la prueba. 

6.3.5. En el considerando 7.4, y sus numerales, el Tribunal de instancia se pronuncia respecto del 

objeto de la controversia; detallando el art. 122 del Código Tributario, que dispone respecto del pago 

indebido; seguidamente establece que de las pruebas presentadas y aceptadas por la parte actora 

Escuela de Conductores Profesionales ESPOL EP., y practicada en audiencia de juicio, consta la copia 

certificada del estatuto de creación de la Escuela de Conductores Profesionales ESPOL E.P; en donde 

se observa que en el  Capitulo Primero: Artículos Primero y Segundo, se evidencia la constitución 

de la accionante como empresa pública, persona jurídica de derecho público sujeta a la Ley 

Orgánica de Empresas Publicas. Que en la Disposición Transitoria Primera del mismo estatuto de 

creación (foja 7 vtas., del expediente judicial) textualmente indica que las empresas públicas, sujetas 

al régimen transitorio de la Ley Orgánica de Empresas Publicas están exentos de todo tributos fiscal, 

 

Que el art. 41 de la Ley Orgánica de Empresas Públicas,  titulado del RÉGIMEN TRIBUTARIO 

preceptúa  Para las empresas públicas se aplicará el Régimen Tributario correspondiente al de 

entidades y organismos del sector público, incluido el de exoneraciones, previsto en el Código 

Tributario, en la Ley de Régimen Tributario Interno y demás leyes de naturaleza tributaria. Para que 

las empresas antes mencionadas puedan beneficiarse del régimen señalado es requisito indispensable 

que se encuentren inscritas en el Registro Único de Contribuyentes, lleven contabilidad y cumplan 

con los demás deberes formales contemplados en el Código Tributario, esta Ley y demás leyes de la 

República. Las empresas públicas que presten servicios públicos estarán exentas del pago de 

regalías, tributos o de cualquier otra contraprestación por el uso u ocupación del espacio público o 

la vía pública y del espacio aéreo estatal, regional, provincial o municipal, para colocación de 

estructuras, postes y tendido de redes. Las disposiciones de este artículo se aplicarán en observancia 

 

Y que el artículo señalado coincide con el numeral 1 art. 35 del Código Tributario que dispone sobre 

las exenciones generales y con el numeral 2 del art. 9 de la Ley de Régimen Tributario Interno que 

determina sobre la exoneración para el impuesto a la renta de los ingresos obtenidos por las empresas 

públicas regulada por la Ley Orgánica de Empresas Públicas. 

6.3.6. El Tribunal de instancia establece que en virtud de las disposiciones legales detalladas, 

considera que se ha configurado el pago indebido de impuesto a la renta del año 2018, por exención 

legal, conforme lo dispone el art. 122 del Código Tributario en la parte que expresa; por lo tanto el 
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Tribunal considera que la empresa accionante tiene el derecho al reintegro por pago indebido por 

mandato legal según lo indicado, ya que el art. 39 de la Ley Orgánica de Empresas Públicas, dispone 

que en caso que se genere excedentes de utilidades o superávit estas pasaran al presupuesto general 

del estado señalando además claramente el Régimen Tributario a aplicarse en dichas empresas, por lo 

que es erróneo que el SRI aplique el Régimen Tributario para las instituciones de carácter privadas sin 

fines de lucro legalmente constituidas, al momento de fundamentar la resolución impugnada en el 

numeral 5 del art. 9 de la Ley de Régimen Tributario Interno, cuando lo correcto es el numeral 2 de la 

misma norma jurídica. 

6.3.7. El Tribunal A quo, en lo referente a la alegación de la Administración Tributaria de que la 

parte actora no presentó información durante la etapa administrativa, señala que es importante 

mencionar que la Sala Especializada de lo Contencioso Tributario de la Corte Nacional de Justicia 

dentro del recurso 0484-2010 el 20 de junio de 2012 (Registro Oficial Edición especial No. 311 del 

martes 28 de abril de 2015) se pronunció en el sentido de que la no presentación de información 

durante la etapa administrativa, no puede significar que precluye el derecho a presentar pruebas en la 

etapa contenciosa, pues aceptar lo contrario significaría vulnerar el principio de tutela efectiva porque 

desnaturaliza la razón de ser de la acción de impugnación. 

Por lo expuesto declara con lugar la demanda y dispone el reintegro de USD 1.609,37 más los 

respectivos intereses de conformidad con lo previsto en el art. 22 del Código Tributario. 

6.3.8. En virtud del análisis que antecede, esta Sala Especializada, no evidencia que la sentencia de 

instancia adolezca de falta de motivación en la decisión de la causa en análisis, ya que el Tribunal A 

quo, funda su decisión de devolución de pago indebido de Impuesto a la Renta del ejercicio fiscal 

2018, en virtud de las pruebas aportadas al proceso, de la copia certificada del estatuto de creación de 

la Escuela de Conductores Profesionales ESPOL E.P; en donde se observa la constitución de la 

accionante como empresa pública, persona jurídica de derecho público sujeta a la Ley Orgánica de 

Empresas Publicas; y con fundamento en los arts. 122 y 135.1 del Código Tributario, 41 de la Ley 

Orgánica de Empresas Públicas, y el numeral 2 del art. 9 de la Ley de Régimen Tributario Interno, 

dispone la devolución reclamada; por lo tanto no se configura el caso 2 del art. 268 del COGEP, 

denunciado por el casacionista; consiguientemente no se han infringido los arts. 76.7.l) de la 

Constitución de la República del Ecuador, y 89 del COGEP, no prosperando el yerro alegado. 

7. Decisión 
 

7.1. Este Tribunal de la Sala Especializada de lo Contencioso Tributario de la Corte Nacional de 

Justicia, Administrando justicia, en nombre del pueblo soberano del Ecuador, y por autoridad de la 
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Constitución y las leyes de la República, resuelve: 

 
7.2. No casar la sentencia de 11 de marzo de 2021, a las 08h58, expedida por el Tribunal Distrital de 

lo Contencioso Tributario con sede en el cantón Guayaquil, provincia del Guayas; dentro del juicio 

No. 09501-2020-00293. 

7.3. En virtud de que la parte recurrente es el SRI, no existe caución rendida. 

 
7.4. Actué la doctora Ligia Marisol Mediavilla como Secretaria Encargada de la Sala Especializada de 

lo Contencioso Tributario, en virtud de la acción de personal No. Nro. 838-UATH-2022-OQ, de fecha 

28 de julio del 2022. 

7.5. Sin costas. 

 
7.6 Notifíquese, publíquese y devuélvase al Tribunal de origen 

 
Resolución de fácil comprensión 

El análisis en casación establece que la sentencia de instancia se encuentra debidamente motivada; 
consecuentemente no se configura el caso 2 del art. 268 del COGEP. 
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Juicio No. 09501-2020-00297 

 
JUEZ PONENTE: MORALES ORDÓÑEZ GILDA ROSANA, JUEZA NACIONAL 

(PONENTE) 

AUTOR/A: MORALES ORDÓÑEZ GILDA ROSANA 
 

CORTE NACIONAL DE JUSTICIA. - SALA ESPECIALIZADA DE LO CONTENCIOSO 

TRIBUTARIO DE LA CORTE NACIONAL DE JUSTICIA. Quito, miércoles 13 de diciembre del 

2023, las 17h50. VISTOS: El Tribunal de la Sala Especializada de lo Contencioso Tributario de la 

Corte Nacional de Justicia, conformado por los jueces nacionales: doctora Rosana Morales Ordóñez 

(ponente), doctor Gustavo Durango Vela (E) y doctor José Suing Nagua, dictan la siguiente sentencia 

dentro de la causa No. 09501-2020-00297.

1. Antecedentes procesales 
 

1.1. En el caso puesto en nuestro conocimiento, el Tribunal Distrital de lo Contencioso Tributario con 

sede en el cantón Guayaquil, provincia del Guayas, conjuntamente con las partes procesales, fijaron 

el siguiente objeto de la controversia:  ESTABLECER si la Administración Tributaria procedió 

conforme a derecho al establecer las glosas en contra del sujeto pasivo TIENDAS INDUSTRIALES 

ASOCIADAS TIA S.A., contenidas en el Acta de Determinación No. 09202024900945266 por 

Impuesto a la Renta 

 
1.2. En la sentencia recurrida se declara parcialmente con lugar la demanda presentada por la 

compañía TIENDAS INDUSTRIALES ASOCIADAS TIA S.A., en contra del Director Zonal 8 del 

Servicio de Rentas Internas, en los términos señalados en la sentencia de instancia. 

1.3 El SRI, interpone recurso de casación contra la sentencia de 23 de junio de 2021, a las 16h28, 

expedida por el Tribunal Distrital de lo Contencioso Tributario con sede en el cantón Guayaquil, 

provincia del Guayas; dentro del juicio No. 09501-2020-00297, argumentando el caso 2 del art. 268 

 

 
La compañía TIENDAS INDUSTRIALES ASOCIADAS TIA S.A., presentó demanda en contra del 

Acta de Determinación No. 09202024900945266, de 1 de julio del 2020, suscrita por la Directora 

Zonal 8, correspondiente al Impuesto a la Renta correspondiente al ejercicio fiscal 2016. 

1.4. Mediante auto de 12 de enero de 2023, a las 13h50, dictado por el doctor Fernando Antonio Cohn 

Zurita, Conjuez Nacional de la Corte Nacional de Justicia, se admitió el recurso de casación 
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AUTOR/A: MORALES ORDÓÑEZ GILDA ROSANA 
 

CORTE NACIONAL DE JUSTICIA. - SALA ESPECIALIZADA DE LO CONTENCIOSO 

TRIBUTARIO DE LA CORTE NACIONAL DE JUSTICIA. Quito, miércoles 13 de diciembre del 

2023, las 17h50. VISTOS: El Tribunal de la Sala Especializada de lo Contencioso Tributario de la 

Corte Nacional de Justicia, conformado por los jueces nacionales: doctora Rosana Morales Ordóñez 

(ponente), doctor Gustavo Durango Vela (E) y doctor José Suing Nagua, dictan la siguiente sentencia 

dentro de la causa No. 09501-2020-00297.

1. Antecedentes procesales 
 

1.1. En el caso puesto en nuestro conocimiento, el Tribunal Distrital de lo Contencioso Tributario con 

sede en el cantón Guayaquil, provincia del Guayas, conjuntamente con las partes procesales, fijaron 

el siguiente objeto de la controversia:  ESTABLECER si la Administración Tributaria procedió 

conforme a derecho al establecer las glosas en contra del sujeto pasivo TIENDAS INDUSTRIALES 

ASOCIADAS TIA S.A., contenidas en el Acta de Determinación No. 09202024900945266 por 

Impuesto a la Renta 

 
1.2. En la sentencia recurrida se declara parcialmente con lugar la demanda presentada por la 

compañía TIENDAS INDUSTRIALES ASOCIADAS TIA S.A., en contra del Director Zonal 8 del 

Servicio de Rentas Internas, en los términos señalados en la sentencia de instancia. 

1.3 El SRI, interpone recurso de casación contra la sentencia de 23 de junio de 2021, a las 16h28, 

expedida por el Tribunal Distrital de lo Contencioso Tributario con sede en el cantón Guayaquil, 

provincia del Guayas; dentro del juicio No. 09501-2020-00297, argumentando el caso 2 del art. 268 
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1.4. Mediante auto de 12 de enero de 2023, a las 13h50, dictado por el doctor Fernando Antonio Cohn 

Zurita, Conjuez Nacional de la Corte Nacional de Justicia, se admitió el recurso de casación 
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interpuesto por el SRI, por el caso segundo del art. 268 del Código Orgánico General de Procesos 

  , por incumplir con el requisito de motivación; respecto a las glosas: i) De los casilleros 

7050, 7053, 7230 y 7233; ii) Honorarios no aportados a la seguridad social; iii) Glosa pagos por 

servicios devengados; iv) Glosa casillero 810 deducciones adicionales; infringiendo los arts. 76.7.l) de 

la Constitución de la República del Ecuador, 89, 90.5 del COGEP, y 130.4 del Código Orgánico de la 

Función Judicial. 

2. Competencia 
 

Este Tribunal Especializado es competente para conocer y resolver el presente recurso de casación, en 

virtud de la Resolución No. 003-2021 de 26 de enero de 2021, mediante la que, el Pleno del Consejo 

de la Judicatura dispuso dar cumplimiento al mandamiento de ejecución expedido por el Tribunal de 

lo Contencioso Administrativo en la causa No. 17811-2014-0463, ratificado la continuación en el 

ejercicio de funciones de los doctores José Suing Nagua y Gustavo Durango Vela, Juez y Conjuez 

Nacionales, respectivamente; con Resolución No. 008-2021, de 28 de enero de 2021 el Pleno del 

Consejo de la Judicatura designó a la doctora Gilda Rosana Morales Ordóñez, Jueza Nacional; el 

Pleno de la Corte Nacional de Justicia, mediante Resolución No. 2 de 5 de febrero de 2021, e integró 

la Sala de lo Contencioso Tributario con los doctores Rosana Morales Ordóñez y José Suing Nagua; 

mediante Oficio No. 92-P-CNJ-2021, de 12 de febrero del 2021, el Presidente de la Corte Nacional de 

Justicia, llama a integrar la Sala al doctor Gustavo Durango Vela, en reemplazo de la doctora Ana 

María Crespo. 

2.1. Acta de sorteo y normas que determinan la competencia.- Sorteo de la causa número 09501- 

2020-00297, efectuado por la Presidencia de la Sala Especializada de lo Contencioso Tributario de la 

Corte Nacional de Justicia, el 22 de junio del 2023, mediante el que se radicó la competencia en este 

Tribunal de Casación. 

Esta Sala es competente para conocer este proceso, en atención a lo previsto en los artículos 184 

numeral 1 de la Constitución de la República Ecuador, 185 -segunda parte, número 1- del Código 

Orgánico de la Función Judicial, y artículo 269 del Código Orgánico General de Procesos (COGEP). 

 
 
 

3. Validez procesal 
 

En la tramitación del presente recurso extraordinario de casación, se han observado las solemnidades 

inherentes a esta clase de recursos, por lo que no existe nulidad alguna que declarar, como lo han 

corroborado las partes procesales en la audiencia llevada a cabo el día 12 de diciembre del 2023, a las 
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11:00. 

 
4. Fundamentación del recurso de casación 

 
4.1. El casacionista en la fundamentación del recurso argumenta que la sentencia de instancia incurre 

en el caso 2 del art. 268 del COGEP. Respecto a la Glosa casilleros 7050, 7053, 7230, y 7233: gastos 

por honorarios y prestaciones de servicios. Que los arts. 76, numeral 7, literal l) de la Constitución, 89 

y 90.5 del COGEP y 130.4 Código Orgánico de la Función Judicial, establecen claramente que uno de 

los requisitos que debe contener la sentencia, es la motivación, que se cumple cuando el servidor que 

emite el acto administrativo, resolución o fallo, enuncia las normas o principios jurídicos en que se 

funda, y explica la pertinencia de su aplicación a los antecedentes de hecho. Que el requisito de 

motivación únicamente se cumple cuando se ha enunciado las normas y principios jurídicos 

aplicables, así como se ha realizado la subsunción de los hechos a tales normas y principios jurídicos, 

de tal manera que la falta de uno de estos requisitos acarrea la falta de motivación de la sentencia, y en 

consecuencia, su nulidad. Que el fundamento para declarar la invalidez de la glosa en análisis, carece 

de razonabilidad, lógica y comprensibilidad, por lo tanto, no reúne los requisitos de una motivación 

adecuada. Que se detalla el considerando 7.4.2. Que el Tribunal a plasmado la demanda y 

contestación a la demanda, para luego citar la Resolución No. 07-2016 y enunciar la prueba 

presentada por ambas partes, y finalmente, concluir que, a su criterio, el contribuyente ha demostrado 

las transacciones cuestionadas en el Acta de determinación, sin explicación alguna de porqué o cómo 

se ha demostrado aquello; Es decir, se ha omitido realizar el correspondiente ejercicio de subsunción 

de las situaciones fácticas al derecho. Que se refiere al art. 10 de la Ley de Régimen Tributario 

Interno, y sobre la base de esta norma concluye que los costos y gastos incurridos por el actor son 

indispensables para generar la renta y por lo tanto deben ser deducibles, el juzgador no realiza un 

análisis de los hechos ni la prueba practicada para llegar a esa conclusión. Que no existe motivación 

alguna, pues si bien se enuncian las normas jurídicas que el juzgador ha considerado aplicables al 

caso, no se explica de modo alguno la pertinencia de su aplicación a las situaciones fácticas. Que la 

sentencia emitida carece de razonabilidad, lógica y comprensibilidad, pues las premisas vertidas por el 

Tribunal y en el silogismo no guardan relación, lo cual a su vez determina que no sea posible 

comprender la decisión de la causa. Que la falta de motivación ha incidido en la decisión de la causa, 

en tanto y en cuanto, la Sala al no haber motivado de manera correcta la sentencia emitida, sobre esta 

glosa, ha desvanecido la misma aun cuando no se ha identificado el cumplimiento de los estándares 

mínimos de motivación, al no explicarse la pertinencia de la aplicación de los preceptos jurídicos a los 

antecedentes de hecho, ni haberse identificado ninguno de los tres requisitos del test de motivación 

establecido por la Corte Constitucional que son: razonabilidad, lógica y comprensibilidad. Glosa 

Honorarios no aportados a la seguridad social. Que de lo dispuesto en el considerando 7.4.3 el 
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Tribunal de instancia, ha faltado su deber de motivar la sentencia, toda vez que el fundamento para 

declarar la invalidez de la glosa carece de razonabilidad, lógica y comprensibilidad, por lo tanto, no 

reúne los requisitos de una motivación adecuada. Que el Tribunal se ha limitado a señalar los 

argumentos plasmados en la demanda, para luego enunciar la prueba presentada por la parte actora, y 

afirmar que, a su criterio, se ha demostrado las condiciones de directores y representantes legales y no 

de empleados conforme el artículo 7 del Código del Trabajo, sin explicación alguna de porqué o cómo 

se ha demostrado aquello. Es decir, se ha omitido realizar el correspondiente ejercicio de subsunción 

de las situaciones fácticas al derecho. Que si bien el Tribunal se refiere al numeral 9 del art. 10 de la 

Ley de Régimen Tributario Interno, y sobre la base de esta norma concluye que para la deducción del 

gasto no era requisito la afiliación al seguro social y que el gasto glosado debe considerarse como 

deducible del impuesto a la renta, el juzgador no realiza un análisis de los hechos ni la prueba 

practicada para llegar a esa conclusión. Que no existe motivación alguna, pues si bien se enuncian las 

normas jurídicas que el juzgador ha considerado aplicables al caso, no se explica de modo alguno la 

pertinencia de su aplicación a las situaciones fácticas. Que el Tribunal menciona el art. 7 del Código 

de Trabajo, así como el numeral 9 del art. 10 de la Ley de Régimen Tributario Interno, para soportar 

su decisión de considerar a los gastos glosados como deducibles del impuesto a la renta, pero no 

explica cómo los antecedentes puestos en su conocimiento se subsumen en tales preceptos normativos. 

 ha demostrado las condiciones de directores y 

representantes legales de la compañía y no de empleados conforme lo contempla el Art. 7 del Código 

de  , no obstante, dicho art. 7 del Código de Trabajo se refiere a la aplicación de disposiciones 

legales más favorable al trabajador, por lo que no se advierte relación alguna entre lo afirmado por el 

Tribunal y la norma invocada. Que lo señalado por el Tribunal ha incidido en la decisión de la causa, 

en tanto y en cuanto, la Sala al no haber motivado de manera correcta la sentencia emitida, 

HONORARIOS NO APORTADOS A LA SEGURIDAD 

 , ha desvanecido la glosa aun cuando no se ha identificado el cumplimiento de los 

estándares mínimos de motivación, al no explicarse la pertinencia de la aplicación de los preceptos 

jurídicos a los antecedentes de hecho, ni haberse identificado ninguno de los tres requisitos del test de 

motivación establecido por la Corte Constitucional que son: razonabilidad, lógica y comprensibilidad 

conforme la fundamentación expuesta en líneas anteriores; esto hace que la sentencia pronunciada no 

cumpla cabalmente con el requisito de motivación. Glosa pago por Servicios Devengados.- Que el 

Tribunal A quo al resolver la glosa en análisis, en el considerando 7.4.4, ha faltado su deber de 

motivar la sentencia, toda vez que el fundamento para declarar la invalidez de la glosa carece de 

razonabilidad, lógica y comprensibilidad, por lo tanto, no reúne los requisitos de una motivación 

adecuada. Que el Tribunal se ha limitado a señalar los argumentos plasmados en la demanda, para 

luego enunciar la prueba presentada por la parte actora, y afirmar que, por el principio del devengo el 
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gasto es deducible y que el hecho de que el dinero se haya desembolsado en el 2016 no implica que no 

se haya generado el gasto. Que no explica de modo alguno cómo la prueba aportada le permite 

concluir aquello, ni se explica con claridad en qué consiste el principio del devengo. Que si bien el 

Tribunal se refiere al numeral 14 del art. 10 de la Ley de Régimen Tributario Interno, y sobre la base 

de esta norma concluye que la normativa acepta los gastos devengados y que el gasto glosado debe 

considerarse como deducible del impuesto a la renta, el juzgador no realiza un análisis de los hechos 

ni la prueba practicada para llegar a esa conclusión. Que no se conocen las razones por las cuales el 

Tribunal A quo considera que la prueba aportada le ha llevado a la conclusión de que se trata de un 

gasto devengado y que el mismo es deducible al amparo del numeral 14 del art. 10 de la Ley de 

Régimen Tributario Interno. Que se desconocen las razones por las que el Tribunal de instancia llega a 

la conclusión de que los gastos glosados son deducibles del impuesto a la renta. Que la sentencia 

recurrida no establece los componentes mínimos y suficientes que debe contener toda sentencia para 

que esta se encuentre motivada, pues si bien el Tribunal de instancia menciona el numeral 14 del art. 

10 de la Ley de Régimen Tributario, no subsume los hechos puestos en su conocimiento a tales 

preceptos jurídicos para tomar su decisión, y sin mayor análisis señala que por el principio del 

devengo, el gasto debe ser considerado como deducible. Que del contenido del numeral 14 del art. 10 

de la LRTI, el cual se refiere a la deducibilidad de gastos devengados pero pendientes de pago al 

cierre del ejercicio fiscal, sin que se advierta cuál es la relación de esta norma con los antecedentes 

fácticos, pues el Tribunal A quo ha afirmado que los honorarios glosados fueron pagados en el año 

2016, es decir, no se encontraría pendiente de pago al cierre del ejercicio 2016, por lo que no se 

advierte la vinculación entre los antecedentes fácticos descritos por el Tribunal de instancia y lo 

dispuesto en el numeral y artículo mencionado. Que no se advierte relación alguna de dicho 

fundamento jurídico con lo que se considera gasto devengado como afirma el Tribunal A quo, pues 

dicha norma no define en ninguna parte qué se entiende por el principio del devengo o por gasto 

devengado, ni tampoco señala que el gasto devengado estaría relacionado con el momento del pago, 

como lo manifiesta el Tribunal que  El actor presentó como prueba para desvirtuar el valor glosado 

por este concepto, el Acta de Junta de fecha marzo 9 de 2016, en la que se establece que el pago de 

los honorarios se realizaron en el año 2016, por lo tanto por el principio del devengo dicho gasto 

debe ser considerado como deducible  . Que las ideas establecidas por el Tribunal A quo en su fallo 

no son de fácil entendimiento, toda vez que no se realizó ningún ejercicio de subsunción de los 

antecedentes fácticos a los preceptos jurídicos enunciados en la decisión judicial, lo cual conlleva que 

el fallo no sea entendido como lógico ni razonable ante lo cual el mismo no es comprensible. Por lo 

mencionado el fallo no cumple los estándares de lógica, razonabilidad y comprensibilidad, lo que 

implica que exista una falta de motivación de la sentencia de instancia. Que la infracción detallada, 

identificada y singularizada, ha incidido en la decisión de la causa, en tanto y en cuanto, la Sala al no 
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haber motivado de manera correcta la sentencia emitida, particularmente lo atinente a la glosa  pago 

por servicios  , ha desvanecido la glosa aun cuando no se ha identificado el cumplimiento 

de los estándares mínimos de motivación, al no explicarse la pertinencia de la aplicación de los 

preceptos jurídicos a los antecedentes de hecho, ni haberse identificado ninguno de los tres requisitos 

del test de motivación establecido por la Corte Constitucional. Glosa del casillero 810  Deducciones 

 : Que de lo señalado por el Tribunal de instancia en el considerando 7.4.5, carece de 

razonabilidad, lógica y comprensibilidad, ya que no se establece ninguna norma legal como 

fundamento de la decisión de dejar sin efecto la glosa en cuestión. Que no guardan relación las 

premisas vertidas por el Tribunal en el silogismo, lo cual a su vez determina que no sea posible 

comprender la decisión de la causa. Que el Tribunal en la fundamentación de esta glosa no se 

singulariza qué norma del ordenamiento jurídico fue considerada por la Sala para sustentar el fallo. 

Que al no constar qué norma jurídica fue considerada, no es posible el análisis respecto a la relación 

de la fuente del derecho con el objeto de la controversia, lo cual conlleva a que no exista certeza 

respecto al fundamento legal de la decisión judicial. Que del silogismo desarrollado por el Tribunal es 

fácil observar que no existe un nexo lógico entre la premisa mayor y la premisa menor, puesto que no 

consta una norma jurídica específica invocada, por tanto no existe una premisa mayor, así como 

tampoco se establece cómo se habría sustentado la glosa, lo cual conlleva a que el silogismo 

construido por el Tribunal A quo sea incompleto, al carecer de un razonamiento jurídico por el cual se 

vincule a la premisa de hecho con la premisa de derecho. Que en conclusión, el fallo carece de lógica. 

Que la infracción detallada, identificada y singularizada, ha incidido en la decisión de la causa, en 

tanto y en cuanto, la Sala al no haber motivado de manera correcta la sentencia emitida, 

  , ha 

desvanecido la glosa aun cuando no se ha identificado el cumplimiento de los estándares mínimos de 

motivación, al no haberse enunciado ninguna norma jurídica aplicable a los antecedentes de hecho, 

resultado, por tanto, imposible explicar la pertinencia de la aplicación de preceptos jurídicos a las 

situaciones fácticas del caso. Que por lo expuesto solicita que se case la sentencia. 

4.2. La parte actora, la compañía TIENDAS INDUSTRIALES ASOCIADAS TIA S.A., en la 

contestación al recurso de casación planteado, señala que la alegación de la administración tributaria 

respecto a la supuesta existencia de una deficiencia o falta de motivación denota su llana 

disconformidad con la sentencia que recurre, interponiendo un recurso de casación sin mayores 

fundamentos con la simple finalidad de alterar una decisión legitima, desnaturalizando el verdadero 

espíritu de este recurso extraordinario. Que respecto a la Glosa casilleros 7050, 7053, 7230, y 7233: 

gastos por honorarios y prestaciones de servicios. Que administración tributaria en su recurso acusa 

que se han incumplido los tres parámetros del antiguo test de motivación, siendo estos la 
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razonabilidad, lógica y comprensibilidad. Que las acusaciones demuestran en realidad la 

disconformidad por parte de la administración tributaria con el análisis de los hechos por parte de los 

jueces, ya que si se revisa el punto 7.4.2 del fallo recurrido, el tribunal de instancia primero expone los 

argumentos presentados por TIA, en los cuales se expuso que se habría cumplido con la 

secuencialidad formal material al haberse presentado al SRI comprobantes de venta, retención, medios 

de pago, informes, etc., justificándose la realidad económica del gasto realizado por la compañía con 

sus proveedores durante el ejercicio fiscal 2016. Que en la sentencia se procede a establecer los 

argumentos de la administración tributaria, siendo estos que no se ha cuestionado los documentos 

contables que demuestran la trazabilidad de las transacciones sino más bien la realidad de los servicios 

prestados por supuestamente carecer de sustancia económica al no haberse presentado pruebas 

objetivas. Que los jueces de instancia citan la parte pertinente del fallo No. 07-2016 emitido por la 

Corte Nacional de Justicia que establece los estándares de información necesaria para justificar que un 

gasto tenga realidad económica, y por lo tanto sea deducible del impuesto a la renta. Que de lo 

resuelto por el Tribunal se puede verificar que el Tribunal valora y reconoce que el enorme acervo 

probatorio demuestra que el servicio se prestó y que el mismo se encuentra relacionado con la 

generación de ingresos; y Que esto se sustenta con los lineamientos de la Corte Nacional de Justicia 

en la sentencia No. 07-2016 y lo dispuesto en el art. 10 de la LRTl; de modo que se justifica que los 

servicios brindados a TIA son indispensables para la generación de ingresos y son deducibles para el 

impuesto a la renta. Que al no existir una fundamentación clara por parte del SRI que evidencia la 

deficiencia motivacional que acusa. Que evidentemente se busca es la revisión de la prueba. Que es 

necesario que el recurso de casación se declare como improcedente de conformidad con lo que 

establece el artículo 270 del COGEP. Glosa Honorarios no aportados a la seguridad social. Que la 

administración tributaria reconoce en su recurso de casación que el Tribunal señala los argumentos 

presentados por TIA en la demanda, así como las pruebas que fueron aportadas; sin embargo, omite 

indicar que en el fallo recurrido los jueces se refieren al criterio que establece el SRI en el acta de 

determinación impugnada, ya que esta glosa se fundamentó en que los honorarios pagados a los 

representantes legales, directores y administradores son considerados como no deducibles por no 

haberse efectuado las aportaciones al IESS. Que el Tribunal de instancia en la sentencia efectúan una 

valoración de las pruebas aportadas por las partes, entendiéndose que estas han demostrado la calidad 

de los directores y representantes legales como mandatarios de TIA, y por lo tanto no son empleados; 

concluyendo que los pagos efectuados son deducibles en la declaración del impuesto a la renta sin que 

sea requisito para dicho efecto que mi representada cargue con la afiliación y aportación al seguro 

social ya que no son trabajadores. Que el tribunal a quo señala que basa su decisión en el art. 7 del 

Código del Trabajo el cual se refiere al principio pro-operario, que es evidente que esto es resultado de 

un lapsus calami, ya que la norma que en efecto se refiere a la calidad que tienen los representantes 
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legales frente a la compañía que representan es el art. 308 del Código del Trabajo, disposición que sí 

se encuentra dentro del apartado 7.4.3 de la sentencia al momento de analizar la argumentación de las 

partes; que lo señalado es intrascendente, ya que el COGEP en su art. 100 establece que este tipo de 

errores pueden corregirse incluso durante la etapa de ejecución de la sentencia, siempre que no se 

modifique el sentido de la resolución. Que la equivocación por parte del Tribunal no tiene ninguna 

incidencia en la resolución respecto esta glosa, siendo acertada la conclusión de que para los pagos 

efectuados a los representantes legales y mandatarios no se requiere que exista una afiliación o 

aportación a fin de justificar su deducibilidad de conformidad con el art. 308 del Código del Trabajo. 

Que en la actualidad el SRI ha ratificado este criterio a través de la Circular No. NAC-DGECCGC22- 

00000004, publicada en Segundo Suplemento del Registro Oficial nro. 180 de octubre 28 del 2022, en 

la cual se dispone:  En la liquidación del Impuesto a la Renta, a efectos de registrar la deducibilidad 

de los gastos por concepto de honorarios pagados por una sociedad a su representante o 

representantes legales (mandatarios o administradores), no es menester acreditar el pago de aportes 

patronales a la seguridad social, en tanto que la relación contractual en estos casos se circunscribe 

al ámbito civil y no laboral, tal como lo prevén los artículos 36 y 308 del Código del Trabajo  . Que el 

argumento del SRI, demuestra su inconformidad con la sentencia recurrida. Glosa pago por Servicios 

Devengados.- Que del análisis del punto 7.4.4. de la sentencia recurrida, se puede apreciar que la glosa 

corresponde a valores que fueron pagados a directores de TIA por servicios brindados durante el 

ejercicio fiscal 2015 y no al periodo determinado, por lo que a criterio del SRI no son deducibles del 

impuesto a la renta del año 2016. Que en la sentencia se señala que TIA registró las facturas emitidas 

por concepto de honorarios profesionales por quienes conforman el Directorio de la compañía. Que 

previo a efectuar el pago a sus directores, la compañía tiene como practica aprobar en Junta General 

Ordinaria de accionistas del período fiscal en curso, las gestiones realizadas por los administradores 

en el ejercicio fiscal que concluyó. Que sin embargo, si bien los servicios de los directores se 

prestaron en el 2015, el registro de la erogación por la transacción económica se realizó en el 2016 

cuando se emitió la factura y se aprobó. Que en la sentencia recurrida cuenta con una estructura con 

los elementos argumentativos mínimos al existir razonamientos explícitos e implícitos, toda vez que 

se ha expuesto la argumentación de las partes, cual es la valoración de las pruebas aportadas por TIA y 

el SRI, la normativa que el tribunal consideró pertinente al caso; con lo cual la conclusión a la que 

llega el Tribunal con los elementos que tiene a su disposición que existen honorarios que si bien 

corresponden a actividades realizadas en el 2015, la devengación de los servicios y por lo tanto el 

gasto se realizó en el 2016; que la prueba que evidencia esto son las facturas y el acta de Junta General 

de Accionistas, y que el hecho de que se haya desembolsado el dinero en el 2016 no quiere decir que 

no se haya generado el gasto, basta con el soporte del gasto y esto es lo que se considera gasto 

devengado lo que es aceptado por la Ley de Régimen Tributario Interno en el art. 10 numeral 14. Que 
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se evidencia que el recurso de casación del SRI, es una disconformidad con el fallo recurrido, 

denotando que los argumentos esgrimidos están encaminados a acusar una aplicación indebida o 

errónea interpretación del art. 10 numeral 14 de la LRTI por parte del Tribunal de instancia, la cual 

obedece a la causal 5ta del art. 268 del COGEP. Glosa del casillero 810  Deducciones  .- 

Que de lo señalado en el considerando 7.4.5 de la sentencia se determina que de acuerdo con el SRI, 

supuestamente no se presentó documentación emitida por autoridad competente que acredite el grado 

de discapacidad, y que la información presentada por TIA, no era suficiente al no haberse comprobado 

lo alegado por la compañía con el cruce de información realizado con la base de datos del Consejo 

Nacional para la Igualdad de Discapacidades. Que el Tribunal considera que la documentación 

entregada por TIA y que se reprodujo en juicio fue proporcionada por la autoridad competente, la cual 

demuestra el porcentaje de discapacidad de los empleados, documentación que es prueba fehaciente 

para desvanecer las glosas. Que la litis no se trataba respecto a una aplicación de la norma, sino sobre 

los hechos, de este modo, queda claro que TIA adjuntó, tanto en el proceso administrativo como 

judicial los documentos emitidos por la autoridad competente (CONADIS) para demostrar el grado de 

discapacidad de sus trabajadores que permitían que la compañía pueda registrar las deducciones 

adicionales. Que la vigencia la validez del carné emitido por el CONADIS se ha extendido en dos 

ocasiones posteriores. Que la Resolución No. 001- CONADIS-2019 se amplió el plazo hasta junio 30 

del 2021; y posteriormente mediante la Resolución 001-CONADIS-2020 donde se declaró la vigencia 

hasta que se concluya con el cronograma impuesto para la implementación del proceso de evaluación 

con el "Manual de Calificación de Discapacidad" por parte del Ministerio de Salud. Que en 

consecuencia, en el año 2016 el carné de discapacidad emitido por el CONADIS, en calidad de 

autoridad competente, era el documento que acreditaba el grado de discapacidad de conformidad con 

la ley pertinente, y es el único documento requerido para cualquier trámite tanto en el sector público o 

privado, por lo que está implícita en la sentencia recurrida por el SRI que la normativa en la que se 

sustenta la decisión es la Ley Orgánica de Discapacidades, que establece al CONADIS como 

autoridad para emitir el carné de discapacidad, por lo que no existe la deficiencia motivacional que 

acusa el SRI en su recurso de casación, ni incidencia alguna sobre la decisión tomada por el Tribunal 

de instancia. Que por lo expuesto solicita que se deseche el recurso de casación. 

5. Problema jurídico 

 
5.1. Determinar si la sentencia objeto del recurso de casación, incurre en el caso 2 del art. 268 del 

COGEP, por falta de motivación de la sentencia, violentado los arts. 76.7.l) de la Constitución de la 

República del Ecuador, 89 y 90.5 del COGEP, y 130.4 del Código Orgánico de la Función Judicial, 

respecto a: i) Glosa casilleros 7050, 7053, 7230 y 7233, Gastos por honorarios y prestaciones de 
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Servicio; ii) Glosa de Honorarios no aportados a la seguridad social; iii) Glosa pagos por servicios 

devengados; iv) Glosa casillero 810 deducciones adicionales. 

 

 
6. Análisis del Tribunal de casación 

 
6.1. El recurso de casación interpuesto se fundamenta en el caso 2 del art. 268 del Código Orgánico 

General de Procesos que establece: 

siguientes casos: 2. Cuando la sentencia o auto no contenga los requisitos exigidos por la ley o en su 

parte dispositiva se adopten decisiones contradictorias o incompatibles así como, cuando no cumplan 

. 

6.1.1. El caso 2 del art. 268 del COGEP, se configura de tres formas: Por defectos en la estructura del 

fallo que se dan por la falta de requisitos exigidos por la ley para la sentencia o auto; por 

incongruencia en la parte dispositiva del fallo, en cuanto se adoptan resoluciones contradictorias o 

incompatibles; y cuando no cumplan con el requisito de motivación. En el caso se alega el 

incumplimiento del requisito de motivación. 

6.2. El recurrente manifiesta que se ha violentado la siguiente norma: 

CONSTITUCIÓN DE LA REPÚBLICA DEL ECUADOR  

 Art. 76.- En todo proceso en el que se determinen derechos y obligaciones de cualquier 

orden, se asegurará el derecho al debido proceso que incluirá las siguientes garantías 

básicas: 

7. El derecho de las personas a la defensa incluirá las siguientes garantías: 

 
l) Las resoluciones de los poderes públicos deberán ser motivadas. No habrá motivación sin 

en la resolución no se enuncian las normas o principios jurídicos en que se funda y no se 

explica la pertinencia de su aplicación a los antecedentes de hecho. Los actos 

administrativos, resoluciones o fallos que no se encuentren debidamente motivados se 

 

CÓDIGO ORGANICO GENERAL DE PROCESOS. 

 
 Art. 89.- Motivación. Toda sentencia y auto serán motivados, bajo pena de nulidad. No 

habrá tal motivación si en la resolución no se enuncian las normas o principios jurídicos en 

que se funda y no se explica la pertinencia de su aplicación a los antecedentes de hecho. Las 
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sentencias se motivarán expresando los razonamientos fácticos y jurídicos, que conducen a la 

apreciación y valoración de las pruebas como a la interpretación y aplicación del derecho. 

La nulidad por falta de motivación única y exclusivamente podrá ser alegada como 

funda  

Art. 90.- Contenido general de sentencias y autos. Además del contenido especial que la ley 

señale para determinados autos o sentencias, todo pronunciamiento judicial escrito deberá 

contener: 

5. La motivación de su  . 

 
CÓDIGO ORGANICO DE LA FUNCIÓN JUDICIAL. 

 
 Art. 130.- Facultades jurisdiccionales de las juezas y jueces.- Es facultad esencial de las 

juezas y jueces ejercer las atribuciones jurisdiccionales de acuerdo con la Constitución, los 

instrumentos internacionales de derechos humanos y las leyes; por lo tanto deben: 

4. Motivar debidamente sus resoluciones. No habrá motivación si en la resolución no se 

enuncian las normas o principios jurídicos en que se funda y no se explica la pertinencia de 

su aplicación a los antecedentes de hecho. Las resoluciones o fallos que no se encuentren 

6.3.  el conjunto de 

razonamientos de hecho y de derecho en los cuales el juez apoya su decisión y que constituye una 

 (Fernando De la Rúa, El 

Recurso de Casación, Víctor P. de Zavala, Editor, Buenos Aires, 1968, página 363). 

6.3.1. Para El Derecho Procesal Constitucional, El Debido 

 , Rubinzal - Culzoni Editores, Buenos Aires-Argentina, 2004, p. 428; la motivación, que no 

es otra cosa que   la progresividad del derecho de las partes y la obligación constitucional de los 

jueces de motivar los fallos, plantea la naturaleza que tiene este deber fundamental. No se trata de 

contabilizar una simple fundamentación que puede resultar suficiente con la aplicación mecánica de 

la ley, sino de analizar si dicha exigencia radica en una necesidad política propia de la justificación 

de los actos de un poder del Estado, o significa establecer una garantía constitucional que forma 

parte de un conjunto de mayor contenido en el principio del debido . 

6.3.2. La Corte Constitucional, considera que, basta que exista una descripción de los hechos, una 

norma, y una justificación lógica de la relación entre los hechos y la norma para que la conclusión sea 

motivada:  La motivación constituye un elemento básico en toda decisión judicial, cuya 
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importancia radica en el hecho de dar a conocer a las personas los motivos por los cuales se expidió 

una decisión determinada. La motivación no puede limitarse a citar normas y resumir los 

antecedentes del caso, sino que exige justificar por medio de un análisis lógico y coherente la 

resolución a la que arribó, mediante la explicación de la pertinencia de la aplicación de las normas a 

los  (párrafo 46 de la sentencia No. 274-13-EP/19 emitida el 18 de octubre de 2019, Registro 

Oficial, Edición Constitucional No. 22, del martes 19 de noviembre de 2019; cuyo sentido ha sido 

reiterado en el párrafo 32 del fallo 1357-13-EP/20, Registro Oficial, Edición Constitucional No. 34, 

del martes 28 de enero de 2020). 

6.3.3 De la revisión del fallo de instancia, se puede observar que los juzgadores antes de iniciar el 

análisis puntual de cada glosa, hacen un análisis general y establecen las normas que deben ser 

consideradas para las controversias judiciales, normas que son precisas para sustentar muchas de las 

afirmaciones realizadas dentro del análisis puntual de cada glosa, y que sirven para justificar su 

 Las presunciones de validez y 

ejecutoriedad de los actos administrativos de contenido tributario, no están por encima de la máxima 

presunción de buena fe, inocencia y correcto actuar de los sujetos pasivos. Tanto es así, que las 

presunciones de validez y ejecutoriedad quedan suspendidas cuando un sujeto pasivo impugna un 

acto de la administración tributaria ante un Juez.- El segundo inciso del art. 311 del COGEP señala 

que respecto de los actos administrativos impugnados, corresponderá a la administración la prueba 

de los hechos o actos del contribuyente de los que concluya la existencia de la obligación tributaria y 

su cuantía; es decir, las afirmaciones de la administración tributaria contenidas en el acto, quedan en 

tela de juicio al igual que las del sujeto pasivo y por lo tanto, deben forzosamente ser probadas ante 

sentencia, esta decidirá con claridad los puntos sobre los que se produjo la controversia y aquellos 

que en relación directa a los mismos comporten control de legalidad de los antecedentes o 

fundamentos de la resolución o acto impugnados  . Normas que evidentemente forman parte de la 

motivación del fallo recurrido. 

 
6.3.4. En el considerando 7.4.2 el Tribunal A quo, se pronuncia respecto de la Glosa casilleros 7050, 

7053, 7230 y 7233, Gastos por honorarios y prestaciones de Servicio.- Inicia su análisis detallando 

el argumento que presenta la parte actora y establece que Administración Tributaria, en el acto 

impugnado no ha cuestionado los documentos contables que demuestran la trazabilidad de la 

transacción sino más bien la realidad los servicios prestados, al señalar que desconoce el gasto de 

USD 1.229.830,30 por carecer de sustancia económica al no presentar pruebas objetivas, tales como 

informes, actas de reunión, correos electrónicos, entre otros que prueben fehacientemente la 

prestación efectiva del servicio que alega el contribuyente haber recibido. 
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En virtud de lo expuesto el Tribunal de instancia se refiere a la Resolución No. 07-2016, y en 

concordancia detalla la prueba que valora, que a su juicio cumple con lo señalado en dicha resolución: 

-Comprobantes de retención; -Liquidación de compra de bienes y servicios; -facturas; -detalle de 

cheques, y orden de pago; -Swift bancarios y estados de cuenta, -Acta de junta de fecha julio 1 de 

2016, en el que consta el nombramiento de Francisco De Narváez como Presidente del Directorio de 

TIA, suscrita por el mismo en la ciudad de Guayaquil; -Informe de Asesoramiento Financiero del 

ejercicio fiscal 2016, que soportan el servicio brindado por el Grupo de Narváez; -Informes de 

gestión anuales correspondientes a los ejercicios 2015 y 2016 así como el informe de gestión mensual 

por el período 2016 del Director Financiero Martin Minaudo Fernando; -Manual de compras del año 

2016 elaborado por el Director de compras Manuel Salgado Taboada. -Informes de gestión anuales de 

los ejercicios 2015 y 2016 del Director Comercial Diego Javier Zaffore. 

Establece el Tribunal de instancia después de valorar la prueba, que se ha demostrado que el 

contribuyente justificó las transacciones con los proveedores del servicio cuestionados en el Acta de 

Determinación, cumpliéndose los lineamientos de la Resolución No. 07-2016 del Pleno de la Corte 

Nacional de Justicia, por lo que se consideran estos gastos como deducibles. Además que de 

conformidad con el art. 10 de la Ley de Régimen Tributario Interno establece que para determinar la 

base imponible sujeta al impuesto a la renta se deducirán los gastos que se efectúen para obtener, 

mantener y mejorar los ingresos de fuente ecuatoriana; por lo que, los costos y gastos incurridos por 

la compañía actora son indispensables para generar la renta y por ende deben ser deducibles. 

En virtud de aquello, esta Sala Especializada, no evidencia que la decisión de instancia respecto a la 

glosa en estudio, adolezca de falta de motivación, ya que el Tribunal A quo, funda su decisión en 

virtud de las pruebas aportadas por el compañía actora, de las que determina que se ha demostrado y 

justificado las transacciones con los proveedores del servicio cuestionados en el Acta de 

Determinación, cumpliéndose los lineamientos de la Resolución No. 07-2016 del Pleno de la Corte 

Nacional de Justicia, en concordancia con el art. 10 de la Ley de Régimen Tributario Interno sobre la 

deducibilidad de los gastos; por lo tanto no se configura el caso 2 del art. 268 del COGEP. 

6.3.4. En lo referente a la Glosa de Honorarios no aportados a la seguridad social; el Tribunal de 

instancia en el considerando 7.4.3, señala que la compañía actora determina que la razón por la que no 

efectuó la aportación al IESS respecto de los honorarios pagados a representantes legales y/o 

directores, es por que los miembros del Directorio cumplieron el rol de mandatarios de compañía, 

mas no fungen como trabajadores bajo relación de dependencia, que lo indicado se encuentra reglado 

de manera clara en el art. 308 del Código del Trabajo. 

Indica que es importante observar el sentido que la administración tributaria  le atribuye a los 
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artículos de la Ley de Seguridad Social y Reglamento de Aseguramiento, Recaudación y Gestión de 

Cartera del Instituto Ecuatoriano de Seguridad Social. Determina que en el presente caso, la Circular 

NAC-DGECCGC14-00002 adiciona un requisito no previsto en la legislación tributaria o laboral, esto 

es, que cualquier mandatario general con poder para representar y obligar a la empresa se equipara a 

un empleado para efectos tributarios y sus sueldos y salarios y honorarios serán deducibles 

únicamente en cuanto se haya aportado a seguro social obligatorio. 

Establece el Tribunal que después de realizar un análisis a la aplicación de dicha Resolución por parte 

del SRI, al caso, concluye manifestando que en cuanto a los honorarios que pagó la compañía a sus 

representantes legales locales y del exterior en cuestión, la compañía cumplió con los requisitos 

generales establecidos en la norma tributaria:  a) que se realizó en el ejercicio económico, b) que se 

efectuó con el propósito de obtener, mantener y mejorar los ingresos de fuente ecuatoriana que no 

estén exentos; c) que están soportados en comprobantes de venta válidos, en este caso por una 

factura emitida y/o liquidaciones de compra de bienes y servicios(LCBS) por el mandatario con 

facultades de representación legal, d) que se aplicaron las respectivas retenciones en la fuente de 

impuesto a la renta, y, e) que se bancarizaron los pagos con valores superiores de USD$5.000,00, lo 

cual menciona, no cuestiona el servicio de rentas internas, por lo tanto, dichos valores son deducibles 

 

Detalla el Tribunal que la compañía actora presentó como medios de pruebas los siguientes 

documentos:  1.- Copia certificada ante Notario público del Acta de Junta de fecha marzo 13 de 

2015, en la que se conoce y resuelve sobre la designación de Directores Principales y Suplentes de 

TIA; La reforma al Estatuto Social de TIA constante dentro de la Escritura por absorción 

disolución anticipada, modificación del objeto social, Reforma y codificación de mayo 2 de 2014 y 

El acta de Junta de fecha julio 1 de 2016  y que de ello se ha demostrado las condiciones de 

directores y representantes legales de la compañía y no de empleados conforme lo contempla el art. 7 

del Código del Trabajo, por tanto, considera, al amparo del numeral 9 del art. 10 de la Ley de 

Régimen Tributario Interno, que para que proceda la deducción del gasto no era requisito la afiliación 

al seguro social, por tanto, dicho gastos glosados se deben considerar deducibles para el pago del 

impuesto a la renta. 

Esta Sala Especializada, no evidencia que la decisión de instancia, adolezca de falta de motivación, ya 

que el Tribunal A quo, funda su decisión en las pruebas aportadas por el compañía actora, 

determinando que se ha demostrado las condiciones de directores y representantes legales de la 

compañía y que dichos gastos tienen sustento en comprobantes de venta válidos, una factura emitida 

y/o liquidaciones de compra de bienes y servicios(LCBS) por el mandatario con facultades de 

representación legal; por lo tanto es deducible el gasto; consecuentemente al existir subsunción y 
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suficiencia fáctica y jurídica, no se configura el caso 2 del art. 268 del COGEP. 

 
6.3.5. Respecto a la Glosa pagos por servicios devengados; el Tribunal de instancia determina en el 

considerando 7.4.4 que dicha glosa se refiere al pago de Honorarios a los Directores Pedro Pascual 

González Villón e Ignacio Sanabria Diaz, ya que el SRI considera que existen gastos 

correspondientes a los indicados directores que pertenecen al ejercicio 2015 y no al período 

determinado por un valor total de USD$ 400.000.00; por lo que no son deducibles para efecto de 

impuesto a la renta del ejercicio. 

Establece el Tribunal de instancia que la compañía actora durante el ejercicio fiscal 2016, registró las 

facturas emitidas por concepto de honorarios profesionales por quienes conforman el Directorio de la 

compañía; que previo a efectuar el pago a los directores, la compañía tiene como practica aprobar en 

Junta General ordinaria de accionistas del período fiscal en curso, las gestiones realizadas en el 

ejercicio fiscal que concluyó. Que las facturas se muestran por conceptos de  HONORARIOS POR 

RETRIBUCION DE DIRECTOR   FIJADA POR LA JUNTA 

GENERAL ORDINARIA DE   PROFESIONALES 

EXTRAORDINARIOS  CORRESPONDIENTES  AL  EJERCICIO     HONORARIOS 

POR RETRIBUCION DE DIRECTOR . 

En tal virtud determina el Tribunal de instancia que los servicios de los Directores Pedro Pascual 

González Villón e Ignacio Sanabria Díaz se prestaron en el 2015, la devengación de sus servicios y 

por lo tanto el gasto como tal, para la compañía se realizó en el 2016, cuando se emitió la factura y se 

aprobó la Junta General de Accionistas, las aerogaciones necesarias por este concepto. 

Que la compañía actora presentó como prueba para desvirtuar el valor glosado por este concepto, el 

Acta de Junta de fecha marzo 9 de 2016, en la que se establece que el pago de los honorarios  se 

realizaron en el año 2016, por lo tanto por el principio del devengo dicho gasto debe ser considerado 

como deducible; que el hecho de que se haya desembolsado el dinero en el 2016 no quiere decir que 

no se haya generado el gasto, basta con el soporte del gasto y esto es lo que se considera gasto 

devengado lo que es aceptado por la Ley de Régimen Tributario Interno en el art. 10 numeral 14. 

En virtud de lo expuesto, esta Sala Especializada, no evidencia que la decisión de instancia respecto a 

la glosa en estudio, adolezca de falta de motivación, ya que el Tribunal A quo, funda su decisión en 

valoración probatoria y en el numeral 14 del art. 10 de la Ley de Régimen Tributario Interno, que 

dispone que son deducibles los gastos devengados y pendientes de pago al cierre del ejercicio con el 

giro normal del negocio y que estén respaldados en factura; por lo tanto no se configura el caso 2 del 

art. 268 del COGEP. 
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6.3.6. En lo referente a la Glosa casillero 810 deducciones adicionales; el Tribunal A quo establece 

en el considerando 7.4.5 estable que el SRI desconoce el valor de USD 194.110.23, que fue 

registrado por la compañía TIA, en el casillero 810, por cuanto la Administración Tributaria, efectuó 

un supuesto cruce de información con la base de datos del CONADIS, a partir de la cual realizó una 

clasificación. 

Determina que la parte actora señala que resulta notoriamente erróneo el razonamiento de la 

administración tributaria, puesto que, mediante Trámite No. 109012019587281 se entregó copia de 

los respectivos carnets de discapacitados emitidos por la autoridad competente, y que las cuales se 

adjuntan a la demanda, con lo que se acreditan el grado de discapacidad y que son los únicos 

requeridos por el sector público y privado para todo trámite. 

En virtud de lo señalado el Tribunal considera que conforme a la documentación presentada, otorgada 

por la autoridad competente, en este caso el CONADIS, se demuestra el porcentaje de discapacidad 

de los empleados, mientras no exista una declaratoria que los invalide, y por tanto, dichos 

documentos son pruebas fehaciente para desvanecer las glosas por este motivo. 

De lo expuesto, esta Sala Especializada, no evidencia que la decisión de instancia respecto a la glosa 

en estudio, adolezca de falta de motivación, ya que la controversia de la glosa en análisis se centraba 

en que la Administración Tributaria, desconocía la deducción en virtud de que realizó un cruce de 

información con la base de datos del CONADIS y los porcentajes de discapacidad eran menores a los 

señalados por el contribuyente. El Tribunal de instancia determina a través de su valoración a la 

prueba aportada, que los documentos otorgados por la autoridad competente, demuestran el porcentaje 

de discapacidad de los empleados, mientras no exista una declaratoria que los invalide; y, en tal virtud 

se ha demostrado los porcentajes de discapacidad de sus empleados. Recordemos que en el acto 

impugnado lo que cuestionó la administración tributaria es el grado de discapacidad y, en sede judicial 

habiéndose demostrado el mismo, no había otro análisis que realizar, pues se desvirtuaron las 

presunciones de dicha glosa y, por otro lado, la autoridad tributaria no ha demostrado lo contrario 

como era su obligación en función del art. 311 del COGEP; por lo tanto no se configura el caso 2 del 

art. 268 del COGEP. 

7. Decisión
 

7.1. Este Tribunal de la Sala Especializada de lo Contencioso Tributario de la Corte Nacional de 

Justicia, Administrando justicia, en nombre del pueblo soberano del Ecuador, y por autoridad de la 

Constitución y las leyes de la República, resuelve:

7.2. No casar la sentencia de 23 de junio de 2021, a las 16h28, expedida por el Tribunal Distrital de lo 



Viernes 25 de septiembre de 2026Registro Oficial - Edición Jurídica Nº 309

61 

Contencioso Tributario con sede en el cantón Guayaquil, provincia del Guayas; dentro del juicio No. 

09501-2020-00297. 

7.3. En virtud de que la parte recurrente es el SRI, no existe caución rendida. 

 
7.4. Actué la doctora Ligia Marisol Mediavilla como Secretaria Encargada de la Sala Especializada de 

lo Contencioso Tributario, en virtud de la acción de personal No. Nro. 838-UATH-2022-OQ, de fecha 

28 de julio del 2022. 

7.5. Sin costas. 

 
7.6 Notifíquese, publíquese y devuélvase al Tribunal de origen 

 
 

Resolución de fácil comprensión 
 

 
 
 
 

MORALES ORDÓÑEZ GILDA ROSANA 
 

JUEZA NACIONAL (PONENTE) 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 

JOSE DIONICIO SUING NAGUA 
 

JUEZ NACIONAL 

 
El análisis establece que la sentencia de instancia se encuentra debidamente motivada; 
consecuentemente, no se configura el caso 2 del art. 268 del COGEP. 
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GUSTAVO ADOLFO DURANGO VELA 

JUEZ NACIONAL 
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221181748-DFE 

Juicio No. 09501-2020-00297 

CORTE NACIONAL DE JUSTICIA. - SALA ESPECIALIZADA DE LO CONTENCIOSO 

TRIBUTARIO DE LA CORTE NACIONAL DE JUSTICIA. Quito, lunes 8 de enero del 2024, las 

12h57. VISTOS.- En lo principal, encontrándose pendiente de atender el recurso horizontal 

presentado, sin que se haya dado contestación al traslado realizado, esta Sala señala lo siguiente: 1. El 

recurso presentado ha sido ingresado el 19 de diciembre de 2023, por tanto, dentro del término 

establecido en el art. 255 del COGEP para el efecto. 2. El art. 253 del COGEP dispone:  Aclaración y 

ampliación. - La aclaración tendrá lugar en caso de sentencia oscura. La ampliación procederá 

cuando no se haya resuelto alguno de los puntos controvertidos o se haya omitido decidir sobre 

frutos, intereses o  . 3. La autoridad tributaria solicita que se AMPLIE el fallo emitido por esta 

Sala, pues señala que no se ha pronunciado sobre la falta de motivación alegada bajo el caso segundo 

del art. 268 del COGEP. 4. Si bien la ampliación es pertinente porque la fundamentación realizada 

cumple con uno de los supuestos del art. 253 del COGEP para su procedencia, esta Sala considera 

necesario dejar sentado que dentro del análisis del fallo en el numeral 6.3.3 se detallaron las normas 

que utilizaron los juzgadores en el análisis global y que evidentemente aplican en su análisis, entonces 

no se produce lo que señala la parte peticionaria, en el sentido de que esta Sala no ha identificado las 

normas aplicadas. Por otro lado, de la lectura del fallo respecto a los alegatos respecto de la glosa en 

cuestión, se observa que la controversia se entabló en torno a los porcentajes de discapacidad para que 

el gasto sea deducible, por lo tanto, el desacuerdo estaba sujeto exclusivamente a prueba para 

desvanecer dicha glosa y no en una discusión sobre si cabía aplicar una norma u otra, por ello mal 

señala la recurrente que debía señalarse una norma puntual, más allá de que a través de la prueba se 

observa que se ha desvirtuado la presunciones de la glosa en cuestión, y que, la Administración 

Tributaria no ha demostrado lo contrario como le corresponde en virtud del art. 311 del COGEP, 

como fue señalado en al numeral 6.3.6 del fallo expedido por esta Sala. 6. Por las consideraciones 

realizadas, en los términos contenidos en este auto, no corresponde atender favorablemente el pedido 

de ampliación solicitado. 7. Actúe la doctora Patricia Velasco Mesías, en calidad de Secretaria 

Relatora encargada, en virtud de la acción de personal No. 010-UATH-2024-DCH de fecha 04 de 

enero de 2024.- Notifíquese. 

 
 
 
 
 

 
MORALES ORDÓÑEZ GILDA ROSANA 

JUEZA NACIONAL (PONENTE) 
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219808421-DFE 

Juicio No. 17510-2020-00310 

 
JUEZ PONENTE: MORALES ORDÓÑEZ GILDA ROSANA, JUEZA NACIONAL 

(PONENTE) 

AUTOR/A: MORALES ORDÓÑEZ GILDA ROSANA 
 

CORTE NACIONAL DE JUSTICIA. - SALA ESPECIALIZADA DE LO CONTENCIOSO 

TRIBUTARIO DE LA CORTE NACIONAL DE JUSTICIA. Quito, miércoles 13 de diciembre del 

2023, las 17h51. VISTOS: El Tribunal de la Sala Especializada de lo Contencioso Tributario de la 

Corte Nacional de Justicia, conformado por los jueces nacionales: doctora Rosana Morales Ordóñez 

(ponente), doctor Gustavo Durango Vela (E) y doctor José Suing Nagua, dictan la siguiente sentencia 

dentro de la causa No. 17510-2020-00310.

1. Antecedentes procesales 
 

1.1. En el caso puesto en nuestro conocimiento, el Tribunal Distrital de lo Contencioso Tributario con 

sede en el Distrito Metropolitano de Quito, provincia de Pichincha, estableció en la audiencia 

preliminar con acuerdo de las partes procesales,  el siguiente objeto de la controversia: 

 SI ES PROCEDENTE LA IMPUGNACIÓN DE LA PARTE ACTORA, EN EL 

SENTIDO DE QUE SE DEJE SIN EFECTO LA RESOLUCIÓN NO. SENAE-DNJ-2020-0066-RE DE 

28 DE JULIO DE 2020 DEL DIRECTOR NACIONAL JURÍDICO ADUANERO DEL SERVICIO 

NACIONAL DE ADUANA DEL ECUADOR, DENTRO DEL RECURSO DE REVISIÓN NO. 047- 

2018; ASÍ COMO, SU ANTECEDENTE LA RESOLUCIÓN NO. SENAE-DDG-2017-1044-RE DE 12 

DE NOVIEMBRE DE 2017; Y, SE DISPONGA EL REINTEGRO DEL VALOR DE $ 26.661,69 USD 

MÁS INTERESES, PAGADOS INDEBIDAMENTE POR EL DAI CON REFRENDO NO. 028-2017- 

 

1.2. En la sentencia recurrida se resuelve aceptar la demanda presentada por la compañía 

DATUGOURMET CÍA. LTDA., y en consecuencia, por un lado, se deja sin efecto ni valor legal la 

Resolución No. SENAE-DNJ-2020-0066-RE del Director Nacional Jurídico Aduanero del Servicio 

Nacional de Aduana del Ecuador, de 28 de julio de 2020 que atendió el recurso de revisión número 

047-2018; y por otro lado, se reconoce el pago indebido conforme el art. 122 del Código Tributario, 

más intereses, conforme el art. 22 ibídem, por los valores pagados indebidamente por la actora, para lo 

cual, se envía al SENAE a liquidar y cuantificar los valores pagados exclusivamente respecto 

aranceles por las subpartidas números 0406.40.00.00, 0406.90.40.00 y 0406.90.50.00. 

1.3 El SENAE, interpone recurso de casación contra de la sentencia de 16 de agosto del 2021, a las 
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08h29, expedida por el Tribunal Distrital de lo Contencioso Tributario con sede en el Distrito 

Metropolitano de Quito, provincia de Pichincha; dentro del juicio No.17510-2020-00310, 

argumentando el caso 5 del art. 268 del   .

 
La compañía DATUGOURMET CÍA. LTDA., presentó demanda en contra de la Resolución No. 

SENAE-DNJ-2020-0066-RE, suscrita por el Director Nacional Jurídico Aduanero del SENAE, de 28 

de julio de 2020, que resuelve declarar sin lugar el recurso de revisión No. 047-2018 y confirma la 

legalidad y validez de la Resolución No. SENAE-DDG-2017-1044-RE. 

1.4. Mediante auto de 14 de diciembre del 2022, a las 1h29, dictado por el doctor Fernando Cohn 

Zurita, Conjuez Nacional de la Corte Nacional de Justicia, se admitió el recurso de casación 

interpuesto por el SENAE, por el caso 5 del art. 268 del Código Orgánico General de Procesos 

  ; por los vicios de errónea interpretación de la Disposición final del Acuerdo Ministerial 

053, del Ministerio de Agricultura, Ganadería, Acuacultura y Pesca; y, falta de aplicación de la 

Disposición Transitoria Única de la Resolución No. 001-2017 del COMEX. 

2. Competencia 
 

Este Tribunal Especializado es competente para conocer y resolver el presente recurso de casación, en 

virtud de la Resolución No. 003-2021 de 26 de enero de 2021, mediante la que, el Pleno del Consejo 

de la Judicatura dispuso dar cumplimiento al mandamiento de ejecución expedido por el Tribunal de 

lo Contencioso Administrativo en la causa No. 17811-2014-0463, ratificado la continuación en el 

ejercicio de funciones de los doctores José Suing Nagua y Gustavo Durango Vela, Juez y Conjuez 

Nacionales, respectivamente; con Resolución No. 008-2021, de 28 de enero de 2021 el Pleno del 

Consejo de la Judicatura designó a la doctora Gilda Rosana Morales Ordóñez, Jueza Nacional; el 

Pleno de la Corte Nacional de Justicia, mediante Resolución No. 2 de 5 de febrero de 2021, e integró 

la Sala de lo Contencioso Tributario con los doctores Rosana Morales Ordóñez y José Suing Nagua; 

mediante Oficio No. 92-P-CNJ-2021, de 12 de febrero del 2021, el Presidente de la Corte Nacional de 

Justicia, llama a integrar la Sala al doctor Gustavo Durango Vela, en reemplazo de la doctora Ana 

María Crespo. 

2.1. Acta de sorteo y normas que determinan la competencia.- Sorteo de la causa número 17510- 

2020-00310, efectuado por la Presidencia de la Sala Especializada de lo Contencioso Tributario de la 

Corte Nacional de Justicia, el 22 de junio del 2023, mediante el que se radicó la competencia en este 

Tribunal de Casación. 

Esta Sala es competente para conocer este proceso, en atención a lo previsto en los artículos 184 

numeral 1 de la Constitución de la República Ecuador, 185 -segunda parte, número 1- del Código 



Viernes 25 de septiembre de 2026Registro Oficial - Edición Jurídica Nº 309

67 

Orgánico de la Función Judicial, y artículo 269 del Código Orgánico General de Procesos (COGEP). 

 
3. Validez procesal 

 
En la tramitación del presente recurso extraordinario de casación, se han observado las solemnidades 

inherentes a esta clase de recursos, por lo que no existe nulidad alguna que declarar, como lo han 

corroborado las partes procesales en la audiencia llevada a cabo el día 12 de diciembre de 2023 a las 

14h45. 

4. Fundamentación del recurso de casación 

 
4.1. El casacionista en la fundamentación del recurso argumenta respecto a la errónea interpretación 

de la Disposición final del Acuerdo Ministerial 053: Que el Acuerdo Ministerial contiene el 

Reglamento para la regulación de los contingentes pactados en el marco del "Protocolo de Adhesión 

del Ecuador al Acuerdo Comercial Multipartes con la Unión Europea- Colombia y Perú" este 

Acuerdo en su disposición final indica:  El presente Acuerdo Ministerial entrará en vigencia a partir 

de su suscripción; sin perjuicio de su publicación en el Registro Oficial". Que en tal sentido, la 

suscripción de este acuerdo fue el 17 de marzo de 2017, es decir, que a la fecha de transmisión de la 

Declaración Aduanera objeto de la Litis, esta reglamentación se encontraba en plena vigencia, 

contrario a lo que manifiesta el Tribunal en la sentencia recurrida "(...) En este punto este Tribunal 

observa que la Resolución de Revisión señala -sin sustento- que, a la fecha de embarque de las 

mercancías -20 de marzo de 2017- y a la fecha de presentación de la DAI -19 de abril de 2017- ya se 

encontraba vigente el acuerdo ministerial del MAGAP 053, afirmación que es ajena a las normas que 

regulan la vigencia de las normas en materia tributaria  . Que el Tribunal yerra al indicar en la 

sentencia que la resolución impugnada, objeto de revisión, indica sin sustento que no se encontraba 

vigente al momento de la transmisión de la declaración aduanera de importación, ya que a su criterio 

este Acuerdo entraba en vigencia recién desde su publicación en el Registro Oficial, contradiciendo lo 

expuesto en este documento, que con meridiana claridad menciona su vigencia a partir de su 

suscripción, es decir, desde el 17 de marzo de 2017. Que la errónea interpretación de esta norma 

acarrea la inobservancia y falta de aplicación del artículo 112 del COPCI, artículo que estipula que la 

normativa aplicable para el cumplimiento de la obligación aduanera es la vigente a la fecha de 

aceptación de la declaración aduanera, siendo esta, en la especie la normativa aplicable al 19 de abril 

de 2019, conforme consta de los hechos probados. En lo referente a la falta de aplicación de la 

Disposición Transitoria Única de la Resolución No. 001-2017 del COMEX determina que esta norma 

indica que:  Las mercancías que se encuentren embarcadas, en depósito aduanero y depósito 

temporal podrán acogerse al beneficio del contingente una vez cumplidos los requisitos establecidos 

en el Reglamento que emita el MAGAP para regular los contingentes pactados en el marco del 
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Protocolo de Adhesión del Ecuador al Acuerdo Comercial entre la Unión Europea y sus Países 

Miembros por una parte y Colombia y Perú por otra parte  . Que en ese contexto, existe una falta 

de aplicación de esta disposición expresa, ya que el Tribunal no considera, que el "podrá", le da un 

sentido facultativo y condicional a los requisitos, es así que, de la revisión del expediente así como de 

los propios dichos del importador en la demanda presentada y que constan expuestos dentro de la 

sentencia, tenemos que DATOGOURMET no cumplió con la presentación de la Licencia no 

Automática de Importación dispuesta como documento previo al embarque de las mercancías 

conforme las subpartidas señaladas en el anexo I del Acuerdo UE-EQ, esto no fue un hecho 

controvertido y no requiere prueba. Que por lo expuesto solicita que se case la sentencia. 

4.2. La compañía actora en la contestación al recurso, señala que el recurso interpuesto es 

significativamente impreciso, no guarda congruencia ni lógica en su argumentación, por cuanto 

afirma, sin empacho alguno, que una falta de aplicación genera una errónea interpretación, y que al 

contrario, una errónea interpretación acarrea una falta de aplicación, lo que denota un 

desconocimiento generalizado de la técnica casacional, tornando al recurso en contradictorio, y por 

tanto, impediría a los Jueces Nacionales pronunciarse sobre el mismo. Que el casacionista no 

determina: a) El método de interpretación usado por el juzgador; b) Ni tampoco realiza una 

argumentación adecuada de la misma; c) No realiza tampoco una debida y adecuada interpretación de 

la norma denunciada exigida para la invocación de esta causal; y, d) Si la sentencia se encuentra 

viciada de una errónea interpretación, se entiende que ésta es la norma llamada a resolver el 

controvertido, no otra, es bien escogida por el juzgador, pero que sin embargo, el a quo la ha 

interpretado erróneamente, por ello, nunca puede generar una falta de aplicación de una norma 

sustantiva. Que por lo mencionado no puede prosperar este vicio. Que respecto al cargo de falta de 

aplicación de la disposición transitoria única, el recurrente no ha tomado en consideración los hechos 

probados de la sentencia que constan en sus numerales 29 al 32. Que, de los hechos probados en la 

sentencia, el A quo efectivamente APLICA la Disposición Transitoria Única de la Resolución No. 

001-2017 DEL COMEX, por lo que no guarda lógica ni congruencia con el supuesto vicio; y, por lo 

tanto, debe ser desechado el recurso integralmente.

5. Problema jurídico 
 

Determinar si la sentencia objeto del recurso de casación, incurre en los vicios de errónea 

interpretación de la Disposición final del Acuerdo Ministerial 053, del Ministerio de Agricultura, 

Ganadería, Acuacultura y Pesca; y, falta de aplicación de la Disposición Transitoria Única de la 

Resolución No. 001-2017 del COMEX, al amparo del caso 5 del art. 268 del COGEP. 

6. Análisis del Tribunal de casación 
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6.1. El recurso de casación interpuesto se fundamenta en el caso 5 del art. 268 del Código Orgánico 

General de Procesos que establece: 

siguientes casos: 5. Cuando haya incurrido en aplicación indebida, falta de aplicación o errónea 

interpretación de normas de derecho sustantivo, incluyendo los precedentes jurisprudenciales 

obligatorios, que hayan sido determinantes en la parte dispositiva de la sentencia o . 

6.1.1. El caso 5, se refiere a la violación directa de la Ley. Para su análisis se parte siempre de los 

hechos probados en instancia, que no pueden ser valorados nuevamente en sede casacional y, se 

entienden, por técnica casacional, aceptados por las partes. Para realizar el análisis debe la Sala 

Especializada verificar que, sobre tales hechos, se haya aplicado correctamente el derecho. 

6.1.2. Sobre la errónea interpretación el autor Luis Armando Tolosa Villabona, manifiesta que  Se 

trata de la exégesis equivocada de la norma en su contenido mismo, independientemente de las 

cuestiones de hecho debatidas en la sentencia y del caso que trata de regular. La norma jurídica es la 

que gobierna el asunto, pero en sentido diverso, por lo tanto, yerra en el enfoque verdadero de ella, 

en su espíritu y alcances. Hay entonces insuficiencia del juicio o exceso al formularlo. El 

sentenciador acierta en la norma pero falla en su verdadero significado, alejándose de su espíritu y 

finalidad.

Colombia, Ediciones Doctrina y Ley Ltda. pág. 361); en otras palabras la errónea interpretación de 

normas de derecho consiste en la falta que incurre el Juez al dar erradamente a la norma jurídica 

aplicada un alcance mayor o menor o distinto que el descrito por el legislador. 

6.1.3. Sobre la falta de aplicación alegada por el recurrente, esta Sala señala que, doctrinariamente esta 

  el juez, al dictar su sentencia, la primera investigación que debe hacer 

consiste en la selección de la aplicable, o sea determinar la existencia y validez de ésta. Será 

necesario entonces que considere los problemas de la ley en el tiempo y en el espacio, precisando los 

límites personales, temporales y espaciales de la regla jurídica   (Murcia Ballén, Humberto,. 2005, 

Recurso de Casación Civil, Bogotá  Colombia Ediciones Jurídicas Gustavo Ibánez C. Ltda., pág. 

327). 

6.2 El recurrente manifiesta que se han violentado las siguientes normas: 

 
Acuerdo Ministerial 053, del Ministerio de Agricultura, Ganadería, Acuacultura y Pesca. 

 
 DISPOSICIÓN FINAL.- El presente Acuerdo Ministerial entrará en vigencia a partir de su 

suscripción; sin perjuicio de su publicación en el Registro Oficial" Dado en la ciudad de San 

Francisco de Quito, Distrito Metropolitano, a 17 de marzo de 2017. 
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Resolución No. 001-2017 del COMEX  

 
 DISPOSICIÓN TRANSITORIA ÚNICA.- Las mercancías que se encuentren embarcadas, en 

depósito aduanero y depósito temporal podrán acogerse al beneficio del contingente una vez 

cumplidos los requisitos establecidos en el Reglamento que emita el MAGAP para regular los 

contingentes pactados en el marco del Protocolo de Adhesión del Ecuador al Acuerdo Comercial 

 . 

 
6.3. Para el análisis del caso 5, se parte de los hechos probados en instancia, que no son las 

pruebas practicadas como muchas veces confunden las partes procesales, sino que son las 

conclusiones a las que llega el Tribunal después de valorar las pruebas practicadas. Así, se 

evidencian los siguientes hechos no controvertidos y hechos probados, de los cuales debe 

partirse para el análisis:  27. Ahora bien, conforme consta en la resolución impugnada y así 

lo afirma la actora-, la compañía DATUGOURMET conforme la factura comercial número 

6035800101, importó al país mediante la DAI con refrendo No. 028-2017-10-00251150 

(fojas 204 a 2016), bajo régimen a consumo, la mercaderías consistentes en queso y 

mantequilla, bajo las subpartidas 0406.90.50.00; 0406.40.00.00; 0406.90.40.00; 

0405.10.00.00 y 0406.10.00.00, de donde y no es un hecho controvertido conforme la 

resolución impugnada, que las subpartidas 0405.10.00.00 y 0406.10.00.00 fueron excluidas 

de la negociación con la Unión Europea y por tanto no forman parte de la eliminación de 

aranceles aduaneros previsto en el Acuerdo UE-EQ; y, las subpartidas 0406.90.50.00; 

0406.40.00.00 y 0406.90.40.00 constan en el cronograma de desgravación el Acuerdo UE- 

EQ, teniendo un arancel para el cupo del 0%.- Sobre la operación de comercio exterior 

singularizada, la declaración aduanera fue aceptada el 19 de abril de 2017 (foja 204), 

siendo la fecha de embarque el 20 de marzo de 2017, conforme lo afirma la actora y no es un 

 ). 33. De lo expuesto se advierte que la aduana en la 

Resolución ejecutoriada de pago indebido, cometió errores de hecho así pues: (a) Señala que 

no procedería el pago indebido pues el sistema ECUAPASS no asoció el código liberatorio 

"0800" por las subpartidas, las que no se encontraron relacionadas electrónicamente dentro 

del sistema licencias no automáticas de importación; no obstante cabe cuestionar, como 

puede pretenderse que se asocie electrónicamente a dicho sistema, licencias cuya vigencia 

rige como norma dentro de ordenamiento jurídico desde junio de 2017, a una importación 

cuya declaración fue aceptada en abril de 2017; donde además considerando la plena 
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vigencia del Acuerdo UE-EQ desde enero de 2017, le correspondía el Estado la 

implementación de estas licencias, conforme la resolución número 001-2017 del Pleno del 

Comité de Comercio Exterior, lo cual ocurrió recién en junio de 2017, entonces la resolución 

que atendió el pago cuestiona la asociación al sistema licencias la importación, cuando no 

estaban instrumentadas las mismas a pesar de haber sido aprobadas por el COMEX en 

marzo de 2017-, no obstante si estaba vigente el Acuerdo UE-EQ que concede a la actora 

beneficios arancelarios; en este contexto, aun en el supuesto que el acuerdo ministerial del 

MAGAP 053 fuere aplicable desde su emisión (marzo de 2017) y no desde su publicación 

(junio 2017) [lo cual como se analizó no es aplicable en este caso], tampoco estaba 

implementado y operativo el sistema, omisión imputable al Estado más no al contribuyente, 

más aun y conforme se ha señalado, estaba ya vigente el Acuerdo UE-EQ. Redundando en lo 

expuesto, la Resolución ejecutoriada de pago indebido lo reconoce y también la Resolución 

de Revisión, indicando que en la fecha de la transmisión en el sistema ECUAPASS no estaba 

generada un TNAN para mercancías originarias de la Unión Europea.- Y, (b) Se señala 

también que las mercancías declaradas bajo la DAI 028-2017-10-00251150 corresponden a 

productos no sujetos a reducción, y aunque fueran originarias de la Unión Europea no 

podrían acogerse a liberación de tributos toda vez que según la aduana- se negociaron sin 

reducción dentro del Acuerdo UE-EQ; en este contexto y conforme se ha analizado en este 

fallo, desde una punto de vista cronológico de eventos, una operación de comercio exterior 

tiene varios momentos diferenciándose, entre otros, la negociación, el embarque y la 

declaración de tributos; no obstante, sólo la aceptación de la declaración tiene 

consecuencias jurídicas en materia tributaria entre otras que se generan-, pues fija cual es 

la normativa aplicable para el cumplimiento de la obligación tributaria aduanera, donde en 

la especie no es norma aplicable el acuerdo ministerial del MAGAP 053 publicado en el 

Registro Oficial de junio 2017, el cual conforme el mandato del artículo 2 del resolución 

número 001-2017 del Pleno del Comité de Comercio Exterior, reglamenta recién desde su 

fecha de publicación- los contingentes de importación provenientes desde Unión Europea, 

contemplados en el Acuerdo UE-EQ. 34.Conforme lo expuesto, este Tribunal observa que 

conforme la Constitución del Ecuador, entre otros mandatos, las instituciones del Estado 

tienen el deber de coordinar acciones para el cumplimiento de sus fines (artículo 226), 

donde, siendo el Acuerdo UE-EQ una norma supra nacional de obligatoria aplicación supra 

legal y sobre todo de jerarquía superior a resoluciones del Pleno del Comité de Comercio 
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Exterior o acuerdos ministeriales del MAGAP estos últimos infra legales- (artículo 425), la 

autoridad tributaria aduanera conforme el artículo 103 numeral 1 del Código Tributaria, 

debía considerar la normativa tributaria aplicable, y en la especie considerar que el régimen 

tributario se rige por principios (artículo 300), entre otros los de eficiencia, irretroactividad 

y simplicidad administrativa, donde la vigencia del Acuerdo UE-EQ no puede estar 

supeditado a omisiones administrativas y falta de coordinación entre entidades estatales en 

perjuicio de los contribuyentes. Lo expuesto no implica que el Tribunal establece que 

autoridad aduanera está facultada a omitir la normativa secundaria prevista en el 

ordenamiento jurídico, sino que en el especie y en este caso puntual, el SENAE para negar el 

pago indebido pretende aplicar un acuerdo ministerial que no estaba aplicable a la fecha de 

aceptación de la declaración, e incluso en el supuesto no consentido que se considere 

aplicable desde su suscripción (lo cual no es procedente en materia tributaria conforme lo 

analizado), la reglamentación de los contingentes de importación provenientes desde Unión 

Europea, contemplados en el Acuerdo UE-EQ no estuvo disponible para la operación 

aduanera analizada, donde además, conforme se practicó como prueba en la audiencia de 

juicio, la compañía DATUGOURMET contó con los informes técnicos favorables disponibles 

a la fecha del MAGAP para la importación de mercancías cuyo pago indebido se analiza 

(fojas 29 a 37), y no han sido observadas o cuestionadas por el SENAE  (el subrayado es 

de esta Sala de casación). 

6.4. En virtud de que el vicio denunciado es el de errónea interpretación de la Disposición 

final del Acuerdo Ministerial 053, del Ministerio de Agricultura, Ganadería, Acuacultura y 

Pesca, es pertinente detallar lo que señala el Tribunal de instancia al respecto:  32. En este 

punto este Tribunal observa que la Resolución de Revisión señala sin sustento- que, a la 

fecha de embarque de las mercancías -20 de marzo de 2017- y a la fecha de presentación de 

la DAI -19 de abril de 2017- ya se encontraba vigente el acuerdo ministerial del MAGAP 

053, afirmación que es ajena a las normas que regulan la vigencia de las normas en materia 

tributaria, pues el artículo 11 del Código Tributario, en concordancia con el artículo 6 del 

Código Civil, las normas impositivas incluyéndose en el poder tributario a los aranceles 

conforme el artículo 3 del primer código, rigen en todo el territorio nacional desde el día 

siguiente de su publicación en el Registro Oficial.- En este orden de cosas, habiendo sido 

publicado el referido acuerdo ministerial en el Registro Oficial número 21 el 23 de junio de 

2017, esta fecha es posterior a la de la presentación de la declaración aduanera. En este 
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contexto, si bien dicho acuerdo ministerial señala en su disposición final el mismo  entrará 

en vigencia a partir de su suscripción [que fue el 17 de marzo de 2017], sin perjuicio de su 

 , en esta confrontación normativa, conforme el artículo 

425 de la Constitución por jerarquía es aplicable la norma orgánica tributaria, esto es desde 

 . (el subrayado es de esta Sala de 

Casación). 

6.5. Ahora bien, visto el análisis del tribunal, corresponde verificar la construcción de la 

proposición jurídica el vicio de errónea interpretación, dentro del recurso de casación 

presentado: i) Demostrar el error de interpretación del juez respecto a la norma aplicada; ii) 

Explicar cuál es el sentido o alcance correcto de la norma; iii) Demostrar la incidencia o 

transcendencia del vicio en la decisión del juzgador. 

De lo detallado, la argumentación presentada por la Administración Tributaria, en su recurso 

de casación, carece de técnica casacional, ya que si bien señala la norma erróneamente 

interpretada a su criterio-, no establece cual debía ser la interpretación correcta de aquella ni 

como esta interpretación incidía en la decisión de la causa. Por otro lado, se evidencia una 

 como consecuencia de la errónea 

interpretación se configura la falta de aplicación del art.112 del COPCI  ; pues la errónea 

interpretación parte de que esa norma es la que debía aplicarse, pero en otro sentido; y no va 

vinculada a ningún otro vicio como si ocurre cuando se alega falta de aplicación o aplicación 

indebida. El recurrente da a entender que la norma acusada no debía ser aplicada, pero si el 

art. 112 del COPCI, errores imputables al recurrente que son suficientes para desechar el 

vicio alegado. 

6.6. En lo referente al vicio de falta de aplicación de la Disposición Transitoria Única de la 

Resolución No. 001-2017 del COMEX ; hay que señalar que se ha establecido por parte de 

esta Sala Especializada de lo Contencioso Tributario de la Corte Nacional de Justicia que para 

la fundamentación del cargo de falta de aplicación se requiere que en la argumentación se 

determine lo siguiente: i) Determinar cuál es la norma a aplicarse a los hechos materia de la 

litis y que el juzgador dejó de aplicarla; ii) Argumentar sobre las razones por las cuales se 

debía aplicar la norma propuesta; iii) Determinar que norma fue aplicada en lugar de aquella 

que da solución al problema jurídico materia de la decisión judicial y que, por tanto se aplicó 
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indebidamente; y, iv) Demostrar la incidencia o trascendencia del vicio en la decisión tomada 

por el juzgador. 

6.11 En la especie el casacionista no determina que norma fue aplicada en lugar de aquella 

que da solución al problema jurídico; y no determina la incidencia del vicio en la sentencia; 

por lo tanto, el argumento presentado carece de técnica casacional, y no permite entrar a 

analizar el vicio alegado. 

Esta Sala considera que debe existir mayor rigurosidad en la admisión de este tipo de recursos 

de casación, en los cuales por técnica casacional y al no ser la casación una instancia, impiden 

suplir las deficiencias de los recurrentes al presentar los recursos de casación. La Sala 

Casacional no puede convertirse en asesora de las partes, pues para ello cada parte cuenta con 

su respectivo abogado, a quien le corresponde realizar su trabajo con probidad, conocimiento 

de la materia y acuciosidad en la construcción del recurso de casación. 

7. Decisión
 

7.1. Este Tribunal de la Sala Especializada de lo Contencioso Tributario de la Corte Nacional de 

Justicia, Administrando justicia, en nombre del pueblo soberano del Ecuador, y por autoridad de la 

Constitución y las leyes de la República, resuelve:

7.2. No casar la sentencia de 16 de agosto del 2021, a las 08h29, expedida por el Tribunal Distrital de 

lo Contencioso Tributario con sede en el Distrito Metropolitano de Quito, provincia de Pichincha; 

dentro del juicio No.17510-2020-00310. 

7.3. En virtud de que en el presente recurso el casacionista es el SENAE, no existe caución rendida.. 

 
7.4. Actué la doctora Ligia Marisol Mediavilla como Secretaria Encargada de la Sala Especializada de 

lo Contencioso Tributario, en virtud de la acción de personal No. Nro. 838-UATH-2022-OQ, de fecha 

28 de julio del 2022. 

7.5. Sin costas. 

 
7.6 Notifíquese, publíquese y devuélvase al Tribunal de origen 

 
Resolución de fácil comprensión 

 

El análisis en casación se establece que no se configura los vicios alegados al amparo del caso 5  del art. 268 del 
COGEP, por errores en la construcción de los vicios alegados, consecuentemente se ratifica lo resuelto en la 
sentencia de instancia, de dejar sin efecto las resoluciones impugnadas y que se reconoce el pago indebido 
reclamado por la compañía actora. 
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